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Sentencias en jurisdicción administrativa, 

16 
4 
2 
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Sentencia 	sobre suspensión de ejecución de sentencia, 1 
Sentencia en causa disciplinaria, 1 
Autos designando Jueces Relatores, 15 
Autos pasando expedientes al Magistrado Procurador 
General de la República para fines d'e dictamen. 14 
Autos fijando audiencias, 16 
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8 

Total de asuntos: 	 100 

Eugenio A. Alvarez, 
Secretario General 
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Procurador Fiscal; Dr. G. Polixeno Padrón, Juez de Instrucción; señor 
Mi. María Miniño R., Secretario. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 
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Fiscal; Dr. Eduardo Jiménez Martínez, Juez de Instrucción; señor Abi-
gail Acosta Matos, Secretario. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces 'Licenciados 
Pedro Troncoso SAchez, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Rafael Cas-
tro Rivera, Manuel M. Guerrero, Gustavo A. Díaz y José 
Ernesto García Aybar, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día tres del mes de septiembre 
de mil novecientos cuarenta y siete, año 104 9  de la Indepen-
dencia, 85° de la Restauración y 18" de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Federico 
Díaz Andújar, dominicano, mayor de edad, casado, agricul-
tor, domiciliado y residente en la sección dé Las Lagunetas 
de la común de San José de Ocoa, portador de la cédula per- 
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implique una modificación de las normas ordinarias de la 
competencia de atribución; que, en efecto, la expresión "p er, 

seguida... ante los mismos jueces", que se emplea en el 
mencionado artículo 3o. del Código de Procedimiento Crinü_ 
nal, no puede tener sino una mera significación teórica co-
mo referencia a la hipótesis en que la justicia penal estu-
viera separada de la justicia civil; y si se admite que ésto n o 

 es así en tratándose de tribunales divididos en diversas cá-
maras a cada una de las cuales le es atribuída -competencia , 

 exclusiva para conocer de determinada clase d'e asuntos, lo 
 que puede ser considerado como una excepción del principio 

general de la unidad de jurisdicción, nada se opone, sin em-
bargo, a que una cámara penal sea competente, lo mismo que 
cualquier juzgado formado por una "Sola cámara o cualquier. 
corte de apelación, para estatuir sobre la acción civil inde-
pendientemente del resultado de la acción pública, ya que 
no hay ninguna distinción establecida al respecto en los tér-
minos del artículo 3o. del Código de Procedimiento Criminal; 

Considerando que, en razón de lo que se acaba de expo-
ner, se debe decidir que, al declararse incompetente para co-
nocer de la acción en reparación de daños y perjuicios de la 
señora Enrique Pérez Perdomo, parte civil constituida en el 
proceso seguido por el delito de golpes a ella inferidos por el 
señor Gustavo Reyes, y que culminó con el descargo de este 
último, la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo violó en el 
fallo impugnado el artículo 65, inciso lo., de la Constitución, 
e interpretó erradamente el artículo 3o. del Código de Pro-
cedimiento Criminal ; 

Por tales motivos, Primero: casa la sentencia de la Cor-
te de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha doce de febrero 

de mil novecientos cuarenta y siete, cuyo dispositivo ha sid ,) 

copiado en otro lugar del presente fallo ; Segundo: envía el. 

asunto por ante la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís; y Tercero: condena a las partes demandadas al pago 
de las costas.  

(Firmados) : Pedro Troncoso Sánchez.— J. Tomás Me-
jía— F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Raf. Castro Ri-
vera.— Manuel M. Guerrero.— Gustavo A. Díaz.— José E. 

García Aybar:— Eug. A. Alvarez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Pedro Troncoso SánChez, Presidente ; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Ma-
nuel M. Guerrero, Gustavo A. Díaz, Jos&Ernesto García Ay-
bar y Doctor Moisés García Mella, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día dieciocho 
del mes de septiembre de mil novecientos cuarenta y siete, 
año 104° de la Independencia, 85 de la Restauración y 1So. 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, corno cor-
te de casación, la siguiente sentencian  : 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Mateo, 
dominicano, mayor de edad, soltero, hojalatero, domiciliado 
y residente en La Romana, provincia de La Altagracia, por-
tador de la cédula personal de identidad número 26026, se-
rie 26, renovada, contra sentencia de la Corte de Apelación 
de San Pedro de Macorís de fecha siete de marzo de mil 
novecientos cuarenta y siete; 

Vista el acta del recurso.de  casación levantada en la se- 
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señora Enrique Pérez Perdomo, parte civil constituída en el 
proceso seguido por el delito de golpes a ella inferidos por el 
señor Gustavo Reyes, y que culminó con el descargo de este 
último, la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo violó en el 
fallo impugnado el artículo 65, inciso lo., de la Constitución, 
e interpretó erradamente el artículo 3o. del Código de Pro-
cedimiento Criminal; 

Por tales motivos, Primero: casa la sentencia de la Cor-
te de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha doce de febrero 
de mil novecientos cuarenta y siete, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en otro lugar del presente fallo ; Segundo: envía el 
asunto por ante la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís; y Tercero: condena a las partes demandadas al pago 
de las costas. 
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(Firmados) : Pedro Troncoso Sánchez.— J. Tomás Me-
., F. Tavares hijo.— Lebncio Ramos.— Raf. Castro Ri-
eraManuel M. Guerrero.— Gustavo A. Díaz.— José E. 

García 
.— 

arda Aybar:— Eug. A. Alvarez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

11111*--  
DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
Pedro Troncoso SánChez, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Ma-
nuel M. Guerrero, Gustavo A. Díaz, Jos&Ernesto García Ay-
bar y Doctor Móisés García Mella, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día die"iocho 
del mes de septiembre de mil novecientos cuarenta y siete, 
año 104 9  de la Independencia, 85 de la Restauración y 1So. 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como cor-
te de casación, la siguiente sentencia: 

4011 Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Mateo, 
dominicano, mayor de edad, soltero, hojalatero, domiciliado 
y residente en La Romana, provincia de La Altagracia, por-, 
tador de la cédula personal de identidad número 26026, se-
rie 26, renovada, contra sentencia de la Corte de Apelación 
de San Pedro de Macorís de fecha siete de marzo de mil 
novecientos cuarenta y siete; 

Vista el acta del recurso.de  casación levantada en la se- 
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implique una modificación de las normas ordinarias de la, 
competencia de atribución; que, en efecto, la expresión "per_ 
seguida ... ante los mismos jueces", que se emplea en ei 
mencionado artículo 3o. del Código de Procedimiento Crirni_ 
nal, no puede tener sino una mera significación teórica co. 
mo referencia a la hipótesis en que la justicia penal estu-
viera separada de la justicia civil; y si,se admite que ésto no 
es así en tratándose d'e tribunales divididos en diversas cá-
maras a cada una de las cuales le es atribuída -competencl, 
exclusiva para conocer de determinada clase de asuntos, hn 
que puede ser considerado como una excepción.del principi, 
general de la unidad de jurisdicción, nada se opone, sin en-- 
bargo, a "que una cámai-a penal sea competente, lo mismo qu,, 
cualquier juzgado formado por unal'ola cámara o cualquie:. 
corte de apelación, para estatuir sobre la acción civil inde-
pendientemente del resultado d'e la acción públic,a, ya que-
no hay ninguna distinción establecida al respecto en los tér-
minos del artículo 3o. del Código de Proced'imiento Criminal; 

Considerando qtie, en razón de lo que se acaba de expo- 
- ner, se debe decidir que, al declararse incompetente para co-

nocer de la acción en reparación de daños y perjuicios de la 
señora Enrique Pérez Perdomo, parte civil constituida en el 
proceso seguido por el delito ¿fe golpes a ella inferidos por el 
señor Gustavo Reyes, y que culminó con el descargo de este 
último, la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo violó en el 
fallo impugnado el artículo 65, inciso 1o., de la Constitución, 
e interpretó erradamente el artículo 3o. ¿fel Código d'e Pro-
cedimiento Criminal; 

o 

Por tales motivos, Primero: casa la sentencia de la Cor-
te de Apelación. de Ciudad Trujillo de fecha doce de febrero 
de mil novecienios cuarenta y siete, cuyo d'ispositivo ha sido 
copiado en otro lugar del presente fallo; Segundo: envía 
asunto por ante la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís; y Tercero: condena a las -partes demandadas al pago 
de las costas. 

(Firmados) : Pedro Troncos° Sánchez.— J. Tomás -Me-
jía— F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Raf. Castro Ri-
'vera,— Manuel M. Guerrero.— Gustavo A. Díaz.— José E. 
García Aybar,— Eug. A. Alvar.ez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Pedro Troncoso SánChez, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto d'e Presidente; Rafael Castro Rivera, Ma-
nuel M. Guerrero, Gustavo A. Díaz, JoskErnesto García Ay-
bar y Doctor Móisés García Mella, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de „Santo Domingo, hoy día dieciocho 
del mes ci'e septiembre de mil novecientos cuarenta y siete, 
año 1049 de la Independencia, 85 de la Restauración y 1So. 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como cor-
te de casación, la siguiente sentenciá: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Mateo, 
dominicano, mayor ¿t'e edad, soltero, hojalatero, domiciliado 
y residente en La Romana, provincia de La Altagracia, por-. 
ta dor de la cédula. personal de identidad número 26026, se-
rie 26, renovada, contra sentencia de la Corte d'e Apelación 
de San Pedro de Macorís de fecha siete de marzo de mil 
novecientos cuarenta y siete; 

Vista el acta del recurso.de casación levantada en la se- 
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'retaría de la mencionada Corte en fecha doce de marzo del 
año mil novecientos cuarenta y siete; 

Oído el Magistrado Juez Relator, doctor Moisés García 
Mella ; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
Ja República, licenciado Mario Abreu Penzo, que concluye así: 
"Opinamos que sea rechazado el presente recurso, salvo vues-
tro más ilustrado parecer"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber &libe-
rado, y vistos los artículos 379, 386 reformado, 463, oruinal 
3o. del Código Penal, 277 del Código de Procedimiento Crimi-
nal y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: 1) que en fecha siete de octubre del año mil no-
vecientos cuarenta y seis, el Capitán del Ejército Nacional, 
César A. Oliva García, por su oficio No. 432 dirigido al Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Alta-
gracia, sometió al nombrado Luis Mateo, acusado de haberse 
introducido de noche en la barbería del señor Pablo Tave-
ras, y haberse robado de dicho establecimiento dos bombi-
llas y una navaja barbera; 2) que el Magistrado Procurador 
Fiscal mencionado, requirió al Magistrado Juez de Instruc-
ción del indicado Distrito Judicial para que abriera la suma-
ria correspondiente; 3) que el Magistrado Juez de Instruc-
ción envió al nombrado Luis Mateo, por ante el tribunal cri-
minal acusado del crimen de robo de noche, en casa habita-
da, valiéndose de llaves falsas, en perjuicio del señor Pablo 
Taveras; 4) que conocida la causa, fué resuelta por senten-
cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
La Altagracia, de fecha veintisiete de enero de mil novecien-
tos cuarenta y siete, el dispositivo de la cual está concebi-
do así: "Primero: que debe declarar, como en efecto declara, 
al acusado Luis Mateo, de generales anotadas, convicto de ha-
ber cometido el crimen de robo de noche y en lugar habita-
do o destinado a habitación, en perjuicio del nombrado Pa- 

blo Taveras, en fecha no determinada del mes de octubre del 
pasado año de mil novecientos cuarenta y seis, en esta ciu-
dad de La Romana ; Segundo: que a la vista de la reconoci-
da culpabilidad de dicho acusado, debe condenarlo, como en 
efecto lo condena, en consecuencia, acogiendo en su prove-
cho circunstancias atenuantes, a sufrir la pena de un año 
de prisión correccional, así como al pago de las costas; Ter-
cero: que debe ordenar, como en efecto ordena, la restitución 
de les efectos que figuran como cuerpos del delito, en la 
especie dos bombillas eléctricas y una navaja barbera, a su 
propietario Pablo Taveras"; 5) que disconforme con dicha 
sentencia, el acusado Luis Mateo interpuso recurso de ape-
lación contra ella, en tiempo hábil; 6) que la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís falló dicho recurso por sen-

` tencia de fecha siete de marzo de mil novecientos cuaren-
ta y seis, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero :— 

' Declara bueno y válido en cuanto a la forma, el presente re-
curso de apelación Segundo :— Confirma en todas sus 
partes la sentencia pronunciada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia, de fecha 
veintisiete de enero del año en curso, cuyo dispositivo dice 
así:— Primero: Que debe declarar, como en efecto decla-
ra, al acusado Luis Mateo, de generales anotadas convicto de 
haber cometido el crimen de robo de noche y en lugar ha-
bitado o destinado a habitación, en perjuicio del nombra-
do Pablo Taveras, en fecha no determinada del mes de oc-
tubre del pasado año de mil novecientos cuarenta y seis, en 
esta ciudad de La Romana ;— Segundo: Que a la vista de la 
reconocida culpabilidad de dicho acusado, debe condenarlo, 
como en efecto lo condena, en consecuencia, acogiendo en su 
provecho circunstancias atenuantes, a sufrir la pena de un 
año de prisión correccional, así como al pago de las costas ;-
Tercero: que debe ordenar, como en efecto ordena, la restitu-
ción de los efectos que figuran como cuerpos del delito, en 
la especie dos bombillas eléctricas y una navaja barbera, a 
su propietario Pablo Taveras.— Tercero: Le condena al pa-
go de las costas" ; 



620 	 BOLETIN JUDICIAL 

cretaría de la mencionada Corte en fecha doce de marzo del 
año mil novecientos cuarenta y siete; 

Oído el Magistrado Juez Relator, doctor Moisés García 
.Mella ; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
ja República, licenciado Mario Abreu Penzo, que concluye así: 
"Opinamos que sea rechazado el presente recurso, salvo vues-
tro más ilustrado parecer"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber &libe-
rado, y vistos los artículos 379, 386 reformado, 463, ordinal 
3o. del Código Penal, 277 del Código de Procedimiento Crimi-
nal y 1o. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: 1) que en fecha siete de octubre del año mil no-
vecientos cuarenta y seis, el Capitán del Ejército Nacional, 
César A. Oliva García, por su oficio No. 432 dirigido al Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de I,a Alta-
gracia, sometió al nombrado Luis Mateo, acusado de haberse 
introducido de noche en la barbería del señor Pablo Tave-
ras, y haberse robado de dicho establecimiento dos bombi-
llas y una navaja barbera; 2) que el Magistrado Procurador 
Fiscal mencionado, requirió al Magistrado Juez de Instruc-
ción del indicado Distrito Judicial para que abriera la suma-
ria correspondiente; 3) que el Magistrado Juez de Instruc-
ción envió al nombrado Luis Mateo, por ante el tribunal cri-
minal acusado del crimen de robo de noche, en casa habita-
da, valiéndose de llaves falsas, en perjuicio del señor Pablo 
Taveras; 4) que conocida la causa, fué resuelta por senten-
cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 

Altagracia, de fecha veintisiete de enero de mil novecien-
tos cuarenta y siete, el dispositivo de la cual está concebi-
do así: "Primero: que debe declarar, como en efecto declara, 
al acusado Luis Mateo, de generales anotadas, convicto de ha-
ber cometido el crimen de robo de noche y en lugar habita-
do o destinado a habitación, en perjuicio del nombrado Pa- 

hlo Taveras, en fecha no determinada del mes de octubre del 
pasado año de mil novecientos cuarenta y seis, en esta ciu-
dad de La Romana ; Segundo: que a la vista de la reconoci-
da culpabilidad de dicho acusado, debe condenarlo, como en 
efecto lo condena, en consecuencia, acogiendo en su prove-
cho circunstancias atenuantes, a sufrir la pena de un año 
de prisión correccional, así como al pago de las costas; Ter-
cero: que debe ordenar, como en efecto ordena, la restitución 
de lcs efectos que figuran como cuerpos del delito, en la 
especie dos bombillas eléctricas y- una navaja barbera, a su 
propietario Pablo Taveras"; 5) que disconforme con dicha 
sentencia, el acusado Luis Mateo interpuso recurso de ape-
lación contra ella, en tiempo hábil; 6) que la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís falló dicho recurso por sen-

' tencia de fecha siete de marzo de mil novecientos cuaren-
ta y seis, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero:— 
Declara bueno y válido en cuanto a la forma, el presente re-
curso de apelación;— Segundo:— Confirma en todas sus 
partes la sentencia pronunciada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia, de fecha 
veintisiete de enero del ario en curso, cuyo dispositivo dice 
así:— Primero: Que debe declarar, como en efecto decla-
ra, al acusado Luis Mateo, de generales anotadas convicto de 
haber cometido el crimen de robo de noche y en lugar ha-
bitado o destinado a habitación, en perjuicio del nombra-
do Pablo Taveras, en fecha no determinada del mes de oc-
tubre del pasado ario de mil novecientos cuarenta y seis, en 
esta ciudad de La Romana ;— Segundo: Que a la vista de la 
reconocida culpabilidad de dicho acusado, debe condenarlo, 
como en efecto lo condena, en consecuencia, acogiendo en su 
provecho circunstancias atenuantes, a sufrir la pena de un 
ario de prisión correccional, así como al pago de las costas ;— 
Tercero: que debe ordenar, como en efecto ordena, la restitu-
ción de los efectos que figuran como cuerpos del delito, en 
la especie dos bombillas eléctricas y una navaja barbera, a 
su propietario Pablo Taveras.— Tercero: Le condena al pa-
go de las costas"; 
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Considerando que en el acta de declaración del presea_ 
te recurso se dice que el recurso se interpone "por no estar 
conforme con dicha sentencia" el recurrente, por lo cual e l 
recurso tiene un, carácter general, en la medida del interé s  

de Luis Mateo; 

Considerando que según lo dispone el artículo 379 del 
Código Penal, "el que con fraude sustrae una cosa que no 
lo pertenece, se hace reo de robo"; y que el artículo 386, re.. 
formado, del mismo Código, establece que el robo se casti-
gará con la pena de tres a diez años de trabajos público, 
"cuando se ejecute de noche y por dos o más personas, o cuan-
do en en la comisión del delito concurra una de las dos circuns-
tancias ya expresadas, siempre que se haya ejecutado en lu-
gar habitado, o destinado para habitación"; 

Cbnsiderando que según lo dispone el artículo 463, inci-
so tercero, del Código Penal, cuando existen circunstancias 
atenuantes en favor del acusado los tribunales modificarán 
las penas del siguiente modo: "cuando la ley imponga al de-
lito la de trabajos públicos, que no sea el máximum, los tri-
bunales podrán rebajar la pena a la de reclusión, o de prisión 
correccional, cuya duración no podrá ser menos de un año"; 

Considerando que la Corte a qua dió como fundamento 
de su sentencia los siguientes hechos y circunstancias: esta-
blecidos mediante pruebas legales regularménte administra- 
das: "a) que, mientras dormían la noche del 	eso, en una 
habitación contigua a la de la barbería del 	rellante, los 
testigos Ramón de Vargas y Constantino Danjur, éste últi-
mo sintió que abrieron la puerta de la barbería y pensó (pie 
podía tratarse de un robo; b) que, al levantarse momente; 
después el testigo Constantino Danjur, para cerciorarse de 
lo que pasaba, vió a Luis Mateo, quien salía de la barbería. 
saliéndole al encuentro y requiriéndole la entrega de los efec-
tos robados, negándose el acusado y dándose a la fuga: c) 
que, los testigos Ramón de Vargas y Constantino Danjur si-
guieron al acusado en su fuga, localizándolo momentos des- 
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pués  y al detenerlo, le sacaron del bolsillo una navaje: bar-

bera la cual resultó ser de la propiedad del querellahte, se-
flor Pablo Taveras ; d) que, después de la referida entrega 
de la navaja, el acusado les declaró a los testigos referidos 
que los bombillos eléctricos los tenía escondidos en el pa_ 
t í o  de su casa, los cuales encontraron los testigos li.ompaña-
dos del acusado; e) que los efectos encontrados en poder del 
acusado, fueron reconocidos por su propietario el señor Pa-
blo Taveras"; 

Considerando que los jueces del fondo en materia repre-
siva tienen un poder soberano para apreciar la materialidad 
de los hechos puestos a cargo del acusado, y para determi-
nar el sentido y alcance de las pruebas legalmente someti-
das al debate, salvo el poder de revisión de la Suprema Cor-
te de Justicia en caso de desnaturalización de los hechos; 
que en el presente caso la Corte a qua hizo un uso correcto 
de su poder soberano de apreciación al determinar el sentido 
y alcance de los medios de prueba legalmente sometidos al 
debate, y ha hecho una buena aplicación de los artículos ci-
tados al calificar los hechos de la causa y al determinar la 
pena impuesta al recurrente; 

Considerando por último, que la sentencia recurrida no' 
presenta en ningún otro aspecto, vicio alguno que pudiera 
conducir a su anulación ; 

Por tales motivo-1, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Luis Mateo contra sentencia de la Cor-
te de Apelación de San Pedro de Macorís de fecha siete de 
marzo de mil novecientos cuarenta y siete, cuyo dispositivo 
ha sido transcrito en otro lugar del presente fallo; y Segun-
do: condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) : Pedro Troncoso Sánchez.— J. Tomás Me-
jía.— F. Tavares hijo.— Raf. Castro Rivera.— Manuel M. 
Guerrero.— Gustavo A. Díaz.— José E. García Aybar.-- 
M. García Mella.— Eug. A. Alvarez—Secretario General. 
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Considerando que en el acta de declaración del presen_ 
te recurso se dice que el recurso se interpone "por no estar 
conforme con dicha sentencia" el recurrente, por lo cual el 
recurso tiene un. carácter general, en la medida del interés 
de Luis Mateo; 

Considerando que según lo dispone el artículo 379 del 
Código Penal, "el que con fraude sustrae una cosa que nc, 
lo pertenece, se hace reo de robo"; y que el artículo 386, re._ 
formado, del mismo Código, establece que el robo se casti-
gará con la pena de tres a diez años de trabajos públicos, \ 

 "cuando se ejecute de noche y por dos o más personas, o cuan-
do en en la comisión del delito concurra una de las dos circuns-
tancias ya expresadas, siempre que se haya ejecutado en lu-
gar habitado, o destinado para habitación"; 

Cbnsiderando que según lo dispone el artículo 463, inci-
so tercero, del Códigq Penal, cuando existen circunstanciar 
atenuantes en favor del acusado los tribunales modificarár 
las penas del siguiente modo: "cuando la ley imponga al de-
lito la de trabajos públicos, que no sea el máximum, los tri-
bunales podrán rebajar la pena a la de reclusión, o de prisión 
correccional, cuya duración no podrá ser menos de un año";: 

Considerando que la Corte a qua dió como fundamento 
de su sentencia los siguientes hechos y circunstancias: esta-
blecidos mediante pruebas legales regularménte administra- 
das: "a) que, mientras dormían la noche del 	eso, en una 
habitación contigua a la de la barbería del 	rellante, los 
testigos Ramón de Vargas y Constantino Danjur, éste últi-
mo sintió que abrieron la puerta de la barbería y pensó (pie 
podía tratarse de un robo; b) que, al levantarse momento 
después el testigo Constantino Danjur, para cerciorarse de 
lo que pasaba, vió a Luis Mateo, quien salía de la barbería, 
saliéndole al encuentro y requiriéndole la entrega de los efec-
tos robados, negándose el acusado y dándose a la fuga : e) 
que, los testigos Ramón de Vargas y Constantino Danjur si-
guieron al acusado en su fuga, localizándolo momentos des- 
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pués  y al detenerlo, le sacaron del bolsillo una navaje bar-
bera, la cual resultó ser de la propiedad del querellgrite, se-
ñor Pablo Taveras ; d) que, después de la referid g entrnga, 
de  la navaja, el acusado les declaró a los testigos referidos 
que los bombillos eléctricos los tenía escondidos en el pa-
tio de su casa, los cuales encontraron los testigos acompaña-
dos del acusado; e) que los efectos encontrados en poder del 
acusado, fueron reconocidos por su propietario él señor Pa-

blo Taveras" ; 

Considerando que los jueces del fondo en materia repre-
siva tienen un poder soberano para apreciar la materialidad 
de los hechos puestos a cargo del acusado, y para determi-
nar el sentido y alcance de las pruebas legalmente someti-
das al debate, salvo el poder de revisión de la Suprema Cor-
te de Justicia en caso de desnaturalización de los hechos; 
que en el presente caso la Corte a qua hizo un uso correcto 
de su poder soberano de apreciación al determinar el sentido 
y alcance de los medios de prueba legalmente sometidos al 
debate, y ha hecho una buena aplicación de los artículos ci-
tados al calificar los hechos de la causa y al determinar la 
pena impuesta al recurrente; 

Considerando por último, que la sentencia recurrida no' 
presenta en ningún otro aspecto, vicio alguno que pudiera 
conducir a su anulación; 

Por tales motivo, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Luis Mateo contra sentencia de la Cor-
te de Apelación de San Pedro de Macorís de fecha siete de 
marzo de mil novecientos cuarenta y siete, cuyo dispositivo 
ha sido transcrito en otro lugar del presente fallo; y Segun-
do: condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) : Pedro Troncoso Sánchez.— J. Tomás Me-
jía.— F. Tavares hijo.— Raf. Castro Rivera.— Manuel M. 
Guerrero.— Gustavo A. Díaz.— José E. García Aybar.-- 

M. García Mella.— Eug. A. Alvarez—Secretario General. 
a 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au.. 

,diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, q ue 

 certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
Pedro Troncoso Sánchez, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Ma-
nuel M. Guerrero, Gustavo A. Díaz, José Ernesto García Ay-
bar y Doctor Moisés García Mella, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día veintiseis del 
mes de septiembre de mil novecientos cuarenta y siete, año 
104' de la Independencia, 85° de la Restauración y 189 de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia : 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Wen-
ceslao Figuereo Cabral, dominicano, mayor de edad, casado. 
agrimensor público, domiciliado y residente en la ciudad de 
Baní, de la provincia Trujillo Valdez, portador de la cédula 
personal de identidad número 15883, serie la., renovada pa-
ra el año 1947 con el sello de Rentas Internas N° 4545, contra 
las sentencias correccionales Nos. 57 y 58, dictadas el trein-
ta de abril de mil novecientos cuarenta y siete por la Corte 
de Apelación de San Cristóbal, cuyos dispositivos se indica-
rán después; 

Vista el acta de declaración de dichos recursos, levanta-
da en la secretaría de la Corte mencionada y a requerimien-
to del recurrente, en la misma fecha de los fallos impugna-
dos; 
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Oído el Magistrado Juez Relator, licenciado Gustavo A. 
Díaz ; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la  República, licenciado Mario Abreu Penzo, el cual conclu-
ye así: "Opinamos que sea rechazado el presente recurso"; 

La Suprenia Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos lo, 2, 9 y 10 de la Ley No. 1051, 
promulgada el 24 de noviembre de 1928, y lo. y 24 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia , impugnada consta lo 
que sigue: A), que el veinticinco de octubre de mil novecien-
tos cuarenta y seis, la señora Andrea Reinoso presentó en 
Ciudad Trujillo formal querella contra Wenceslao Figuereo 
Cabral, alias Chachí, residente en la ciudad de Baní, provin-
cia de Trujillo Valdez, porque dicho individuo no atendía a 
las obligaciones que como padre tenía contraídas con la me-
nor César, de veinte días de nacido, el cual, expresó la quere-
llante, tenía procreado con ella el repetido Wenceslao Figue-
reo; B), que el expediente fué enviado el dos de noviembre 
de mil novecientos cuarenta y seis al Juez Alcalde de Baní, 
actual Juez de Paz, por el Procurador Fiscal del Distrito Ju-
dicial de Trujillo Valdez ; C) que el dos de diciembre del 
mismo añó, el indicado Juez de Paz devolvió el expediente al 
Magistrado que se lo había remitido, expresándole lo siguien-
te: "Devuelto, ya que el nombrado Wenceslao Figuereo Ca-
bral (a) Chachí no ha comparecido por ante esta Alcaldía 
no obstante haber sido requerido por dos ocasiones"; D), 
que el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Trujillo Valdez, apoderado del caso, dictó, en fecha diecisie-
te de diciembre de mil novecientos cuarenta y seis, una sen-
tencia en defecto cuyo dispositivo se encuentra inserto en el 
de la pronunciada más tarde sobre oposición, de la que se tra-
tará en seguida; E), que Wenceslao Figuereo Cabral inter-
puso recurso de oposición contra el fallo dicho, y el Juzgado 
de Primera Instancia ya mencionado, después de la vista de 
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La presente sentencia ha sido dada y- firmada por 1 .os 
Señores Jueces que figuran en su encabezam:ento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
Pedro Troncoso Sánchez, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se. 
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Ma. 
nuel M. Guerrero, Gustavo A. Díaz, José Ernesto García Ay-- 
bar y Doctor Moisés García Mella, asistidos del Secretario 
Genéral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy- día veintiseis del 
mes de septiembre de mil novecientos cuarenta y siete, ario 
104" de la Independencia, 85° de la Restauración y 189 de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Wen-
ceslao Figuereo Cabral, dominicano, mayor de edad, casado. 
agrimensor público, domiciliado y residente en la ciudad de 
Baní, de la provincia Trujillo Valdez, portador de la cédula 
personal de identidad número 15883, serie la., renovada pa-
ra el ario 1947 con el sello de Rentas Internas N° 4545, contra 
las sentencias correccionales Nos. 57 y 58, dictadas el trein-
ta de abril de mil novecientos cuarenta y siete por la Corte 
de Apelación de San Cristóbal, cuyos dispositivos se indica-
rán después; 

Vista el acta de declaración de dichos recursos, levanta-
da en la secretaría de la Corte mencionada y a requerimien-
to del recurrente, en la misma fecha de los fallos impugna-
dos; 
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Oído el 'Magistrado Juez Relator, licenciado Gustavo A. 
Díaz ; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República, licenciado Mario Abreu Penzo, el cual conclu-
ye así: "Opinamos que sea rechazado el presente recurso"; 

La Suprenia Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos lo, 2, 9 y 10 de la Ley No. 1051, 
promulgada el 24 de noviembre de 1928, y lo. y 24 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación ; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
que sigue: A), que el veinticinco de octubre de mil novecien-
tos cuarenta y seis, la señora Andrea Reinoso presentó en 
Ciudad Trujillo formal querella contra Wenceslao Figuereo 
Cabral, alias Chachí, residente en la ciudad de Baní, provin-
cia de Trujillo Valdez, porque dicho individuo no atendía a 
las obligaciones que como padre tenía contraídas con la me-
nor César, de veinte días de nacido, el cual, expresó la quere-
llante, tenía procreado con ella el repetido Wenceslao Figue-
reo; B), que el expediente fué enviado el dos de noviembre 
de mil novecientos cuarenta y seis al Juez Alcalde de Baní, 
actual Juez de Paz, por el Procurador Fiscal del Distrito Ju-
dicial de Trujillo Valdez; C) que el dos de diciembre del 
mismo año', el indicado Juez de Paz devolvió el expediente al 
Magistrado que se lo había remitido, expresándole lo siguien-
te: "Devuelto, ya que el nombrado Wenceslao Figuereo Ca-
bral (a) Chachí nó ha compare¿ido por ante esta Alcaldía 
no obstante haber sido requerido por dos ocasiones"; D), 
que el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Trujillo Valdez, apoderado del caso, dictó, en fecha diecisie-
te de diciembre de mil novecientos cuarenta y seis, una sen-
tencia en defecto cuyo dispositivo se encuentra inserto en el 
de la pronunciada más tarde sobre oposición, de la que se tra-
tará en seguida; E), que Wenceslao Figuereo Cabral inter-
puso recurso de oposición contra el fallo dicho, y el Juzgado 
de Primera Instancia ya mencionado, después de la vista de 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezam:ento, en la au.. 
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Pedro Troncoso Sánchez, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Ma_ 
nuel M. Guerrero, Gustavo A. Díaz, José Ernesto García Ay-
bar y Doctor Moisés García Mella, asistidos del Secretario 
Genéral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy- día veintiseis del 
mes de septiembre de mil novecientos cuarenta y siete, año 
104' de la Independencia, 85° de la Restauración y 189 de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Wen-
ceslao Figuereo Cabral, dominicano, may-or de edad, casado. 
agrimensor público, domiciliado y residente en la ciudad de 
Baní, de la provincia Trujillo Valdez, portador de la cédula 
personal de identidad número 15883, serie la,., renovada pa-
ra el año 1947 con el sello de Rentas Internas N° 4545, contra 
las sentencias correccionales Nos. 57 y 58, dictadas el trein-
ta de abril de mil novecientos cuarenta y- siete por la Corte 
de Apelación de San Cristóbal, cuyos dispositivos se indica-
rán después; 

Vista el acta de declaración de dichos recursos, levanta-
da en la secretaría de la Corte mencionada y a requerimien-
to del recurrente, en la misma fecha de los fallos impugna-
dos; 
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Oído el Magistrado Juez Relator, licenciado Gustavo A. 
DíaZ; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
República, licenciado Mario Abreu Penzo, el cual conclu- la 

ye así: "Opinamos que sea rechazado el presente recurso"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos lo, 2, 9 y- 10 de la Ley- No. 1051, 
promulgada el 24 de noviembre de 1928, y lo. y 24 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
que sigue: A), que el veinticinco de octubre de mil novecien-
tos cuarenta y seis, la señora Andrea Reinoso presentó en 
Ciudad Trujillo formal querella contra Wenceslao Figuereo 
Cabral, alias Chachí, residente en la ciudad de Baní, provin-
cia de Trujillo Valelez, porque dicho individuo no atendía a 
las obligaciones que como padre tenía contraídas con la me-
nor César, de veinte días de nacido, el cual, expresó la quere-
llante, tenía procreado con ella el repetido Wenceslao Figue-
reo; B), que el expediente fué enviado el dos de noviembre 
de mil novecientos cuarenta y seis al Juez Alcalde de Baní, 
actual Juez de Paz, por el Procurador Fiscal del Distrito Ju-
dicial de Trujillo Valdez; C) que el dos de diciembre del 
mismo año, el indicado Juez de Paz devolvió el expediente al 
Magistrado que se lo había remitido, expresándole lo siguien-
te: "Devuelto, y-a que el nombrado Wenceslao Figuereo Ca-
bral (a) Ghachí no ha comparecido por ante esta Alcaldía 
no obstante haber sido requerido por dos ocasiones"; D), 
que el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Trujillo Valdez, apoderado del caso, dictó, en fecha diecisie-
te de diciembre de mil novecientos cuarenta y seis, una sen-
tencia en defecto cuyo dispositivo se encuentra inserto en el 
de la pronunciada más tarde sobre oposición, de la que se tra-
tará en seguida; E), que Wenceslao Figuereo Cabral inter-
puso recurso de oposición contra el fallo dicho, y el Juzgado 
de Primera Instancia ya mencionado, después de la vista de 
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la causa y de una infructuosa medida de instrucción, dicté, 
en fecha siete de marzo de mil novecientos cuarenta y siete, 
un fallo con este dispositivo: "PRIMERO: Que debe »decla_ 
rar, como al efecto declara, bueno y válido en cuanto a l a 

 • forma, el recurso de oposición interpuesto por el nombrado 
Wenceslao Figuereo Cabral (a) Chachí, contra sentencia de 
fecha diez y siete (17) del mes de diciembre del año mil no-
vecientos cuarenta y seis (1946), dictada por este Tribunal, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "PRIMERO: que debe pro-
nunciar, como al efecto pronuncia, el defecto contra el nom-
brado Wenceslao Figuereo Cabral (a) Chachí, por no haber 
comparecido a esta audiencia, no obstante haber sido legal-
mente citado; SEGUNDO: que debe declarar, como al efec-
to declara, el nombrado Wenceslao Figuereo Cabral (a) Cha-
chí, de generales ignoradas, culpable del delito de violación 
a la Ley No. 1051, en perjuicio de un hijo Menor de nombre 
César, que tiene procreado con la •epora Andrea Reinoso, y 
en consecuencia, lo condena sufrir la pena de un (1) año de 
prisión correccional que sufrirá en la Cárcel Pública' de esta 
ciudad de Baní, y al pago de las costas; TERCERO: que 
debe fijar, como al efecto fija, la suma, de veinte peso? 
($20.00), moneda de curso legal, como pensión mensual que 
deberá pasar el. señor Wenceslao Figuereo .Cabral (a) Cha-
chí a la señora Andrea Reinoso, para la manutención del me-
nor que ambos tienen procreados".— SEGUNDO: que en 
cuanto al fondo, debe modificar y modifica, la indicada sen-
tencia en cuanto a la pensión, y condena al nombrado Wen-
ceslao Cabral (a) Chachí, de generales4conocidas, a sufrir 
un (1) año de prisión 'correccional que sufrirá en la Cárcel 
Pública de esta ciudad de Baní, y al pago de las costas;—
TERCERO: que debe fijar, como al efecto fija, la suma de 
cuatro pesos ($4.00), moneda de curso legal, como pensión 
que deberá pasar el nombrado Wenceslao Figuereo Cabral 
(a) Chachí, mensualmente a la señora Andrea Reinoso, pa-
ra la manutención del menor César, que ambos tienen pro-
creado"; F), que Wenceslao Figuereo Cabral interpuso re-
curso de alzada contra este último fallo, y también lo hizo 
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Andrea. Reinoso ; G), que la Corte de Apelación de San Cris- ' 
tóbal conoció del asunto en audiencia pública del treinta de 
abril del presente año, a la cual "comparecieron el inculpado 
y la querellante; que ésta declaró y solicitó que la pensión 
fuese aumentada a $15.00; que el inculpado declaró y el 
Magistrado Procurador General dictaminó incidentalmente 
así: "Somos de opinión: fue sea pospuesto el conocimiento de 
la presente causa, para citar a los testigos indicados por las 
partes; y SEGUNDO: que se reserven las costas"; que en la 
misma audiencia la Corte dictó la sentencia del dispositivo 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Rechazar el pedimento de 
reenvío de la presente causa, por improcedente; SEGUNDO: 
Ordenar la continuación de su vista en esta audiencia ; TER-
CERO: Reservar las costas"; 1-1), que, después de esta última 
decisión, él Procurador General de la Corte arriba mencio-
nada dictaminó en esta forma: "Somos de opinión: Que por 
cuanto al proponer la medida de instrucción tendiente a que 
se oyéran los testigos solicitados por las partes, quedaba de 
manifiesto 'tácitamente que no podía tener una convicción en 
pro o en contra que fundamentara un dictamen de descar-
go o de condenación contra el prevenido; en consecuencia, de-
jo el caso a la soberana apreciación de esta Honorable Cor-
te"; I), que, en fecha treinta de abril de mil novecientos cua-
renta y siete; la Corte de Apelación de San Cristóbal dictó la 
segunda de las dos sentencias ahora impugnadas, con el dis-
pósitivo que  a continuación se copia: "FALLA: PRIMERO: 
Declarar regulares y válidos en la forma los recursos de ape-
lación interpuestos por Wenceslao Figuereo (a) Chachí y 
Andrea Reinoso, contra la sentencia de fecha 7 -de marzo de 
1947, dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Trujillo Valdez, en atribuciones correcciona-  

cuyo dispositivo es  el siguiente:-- "FALLA: PRIME-
RO: que debe declarar, cómo al efecto declara,, bueno y vá-
lido en cuanto a la forma, el recurso de oposición interpues-
to por el nombrado Wenceslao Figuereo Cabral (a) Chachí, 
de generales conocidas, contra la sentencia de fecha diez y 
siete (17) del mes de diciembre del año mil novecientos cua- 
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la causa y de una infructuosa medida de instrucción, dictd, 
en fecha siete de marzo de mil novecientos cuarenta y siete, 
un fallo con este dispositivo: "PRIMERO: Que debe decía_ 
rar, como al efecto declara, bueno y válido en cuanto a l a 

 forma, el recurso de oposición interpuesto por el nombrado 
Wenceslao Figuereo Cabral (a) Chachí, contra sentencia de 
fecha diez y siete (17) del mes de diciembre del año mil no-
vecientos cuarenta y seis (1946), dictada por este Tribunal, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "PRIMERO: que debe pro-
nunciar, como al efecto pronuncia, el defecto contra el nom-
brado Wenceslao Figuereo Cabral (a) Chachí, por no haber 
comparecido a esta audiencia, no obstante haber sido legal-
mente citado; SEGUNDO: que debe declarar, como al efec-
to declara, el nombrado Wenceslao Figuereo Cabral (a) Cha-
chí, de generales ignoradas, culpable del delito de violación 
a la Ley No. 1051, en perjuicio de un hijo menor de nombre 
César, que tiene procreado con la •señora Andrea Reinoso, y 
en consecuencia, lo condena a sufrir la pena de un (1) año de 
prisión correccional que sufrirá en la Cárcel Pública de esta 
ciudad de Baní, y al pago de las costas; TERCERO: que 
debe fijar, como al efecto fija, la suma de veinte peso 
($20.00), moneda de curso legal, como pensión mensual que 
deberá pasar el. señor Wenceslao Figuereo Cabral (a) Cha-
chí a la señora Andrea Reinoso, para la manutención del me-
nor que ambos tienen procreados".— SEGUNDO: que en 
cuanto al fondo, debe modificar y modifica, la indicada sen-
tencia en cuanto a la pensión, y condena al nombrado Wen-
ceslao Cabral (a) Chachí, de generales4conocidas, a sufrir 
un (1) año de prisión 'correccional que sufrirá en la Cárcel 
Pública de esta ciudad de Baní, y al pago de las costas;—
TERCERO: que debe fijar, como al efecto fija, la suma de 
cuatro pesos ($4.00), moneda de curso legal, como pensión 
que deberá pasar el nombrado Wenceslao Figuereo Cabral 
(a) Chachí, mensualmente a la señora Andrea. Reinoso, pa-
ra la manutención del menor César, que ambos tienen pro-
creado"; F), que Wenceslao Figuereo Cabral interpuso re-
curso de alzada contra este último fallo, y también lo hizo 
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Andrea Reinoso; G), que la Corte de Apelación de San Cris- ' 
:óbal conoció del asunto en audiencia pública del treinta de 
abril del presente año, a la cual "comparecieron el inculpado 
y la querellante; que ésta declaró y solicitó que la pensión 
fuese aumentada a $15.00; que el inculpado declaró y el 
viagistrado Procurador General dictaminó incidentalmente 
así:.  "Somos de opinión: que sea pospuesto el conocimiento de 
la presente causa, para citar á los testigos indicados por las 
partes; y SEGUNDO: que se reserven las costas"; que en la 
misma audiencia la-  Corte dictó la sentencia del dispositivo 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Rechazar el pedimento de 
reenvío de la presente caul,a, por improcedente; SEGUNDO: 
Ordenar la continuación de su vista en esta audiencia; TER-
CERO: Reservar las costas"; II), que, después de esta última 
decisión, él Procuradbr General de la Corte arriba mencio-
nada dictaminó en esta forma: "Somos de opinión .: Que por 
cuanto al proponer la medida de instrucción tendiente a que 
se oyeran los testigos solicitados por las partes, quedaba de 
manifiesto tácitamente que no podía tener una convicción en 
pro o en contra que fundamentara un dictamen de descar-
go o de condenación contra el prevenido; en consecuencia, de-
jo el caso a la soberana apreciación de esta Honorable Cor-
te"; 1), que, en fecha treinta de abril de mil novecientos cua-
renta y siete, la Corte de Apelación de San Cristóbal dictó la 
segunda de las dos sentencias ahora impugnadas, con el dis-
positivo que a continuación se copia: "FALLA: PRIMERO: 
Declarar regulares y válidos en la forma los recursos de ape-

lación interpuestos por Wenceslao Figuereo (a) Chachí y 
Andrea Reinoso, contra la sentencia de fecha 7-de marzo de 
1947, dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Trujillo Valdez, en atribuciones correcciona-
les, cuyo dispositivo es . el siguiente:— "FALLA: PRIME-
RO: que debe declarar, cómo al efecto declara, bueno y vá-
lido en cuanto a la forma, el recurso de oposición interpues-
to por el nombrado Wenceslao Figuereo Cabral (a) Chachí, 
de generales conocidas, contra la sentencia de fecha diez y 
siete (17) del mes de diciembre del año mil novecientos cua- 
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renta y seis (1946), dictada por este Tribunal, cuyo dispositi_ 
yo es el siguiente: "PRIMERO: que debe pronunciar como al 
efecto pronuncia, el defecto contra el nombrado Wenceslao 
Figuereo, Cabral (a) Chachí, por no haber comparecido a es-
ta audiencia, no obstante haber sido legalmente citado; SE-
GUNDO: que debe declarar, como al efecto declara, al nom-
brado Wenceslao T iguereo Cabral (a) Chachí, de generales 
ignoradas, culpable del delito de violación de la Ley No. 1051, 
en perjuicio de un hijo menor de nombre César, que tiene 
procreado Con la señora Andrea Reinoso, y en consecuencia, 
lo condena a sufrir la pena de un (1) año de prisión correc-
cional que sufrirá en la cárcel pública de esta dudad de Ba-
ní, y al pago de las costas; TERCERO: que debe fijar, como 
al efecto fija, la suma de veinte pesos ($20.00), moneda de 
curso legal, como pensión mensual que deberá pasar el señor 
Wenceslao Figuereo Cabral (a). Chachí a la señora Andrea 
Reinoso, para la manutención del menor que ambos tienen 
procreados".- SEGUNDO: que en cuanto al fondo, debe modi-
ficar y modifica, la indicada sentencia en cuanto a la pensión, 
y condena al nombrado Wenceslao Figuereo Cabral (a) Cha-
chí, de generales conocidas, a sufrir un (1) año de prisión 
correccional que sufrirá en la cárter pública de esta ciudad 
de Baní, y al pago de las costas; TERCERO: que debe fijar, 
como al efecto fija, la suma de cuatro pesos ($4.00), mone-
da de curso legal, como pensión que deberá pasar el nom-
brado Wenceslao Figuereo Cabral (a) Chachí, mensualmen-
te a la señora Andrea Reinoso, para la manutención del me-
nor César, que ambos tienen procreado".--SEGUNDO: Con-
firmar esta sentencia en cuanto a la pena impuesta y modi-
ficarla en cuanto a la pensión fijada, y obrando por propia 
autoridad, elevar dicha pensión a la suma de diez pesos men-
suales; TERCERO: Condenar al inculpado al pago de las 
costas"; 

Considerando que Wenceslao Figuereo Cabral, al hacer 
en la secretaría de la Corte a qua la declaración de sus re-
cursos contra el fallo No. 57 y contra el No. 58, expuso que 
los motivos de tales recursos los expondría "en memorial 
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que depositará oportunamente en esta Secretaría"; pero, que 
al no haberse hecho, ni en la secretaría de la Corte dicha ni 
en  la  de esta Suprema Corte de Justicia, el depósito así anun-
ciado, es forzoso reconocer un carácter general y un alcance 
total a los repetidol recursos ; 

Considerando que según el último resultando y el 
primer considerando de la primera de las sentencias impug-* 
nadas, la No. 57, el actual recurrente declaró ante la Corte 
a  qua lo siguiente: "No es cierto que yo haya tenido contacto 
con esa señora; solicito el reenvío de la causa para citar 
los testigos Fernando Bucarelly, Pipí Germán, Manuel de 
Regla Saviñón y Miguel Garrido; yo conocí la joven traba-
jando en la casa de mi hermana; ella primero dijo que el 
niño era de mi hijo y luego que era mío; yo le pregunté a mi 
hijo que si era cierto y éste me dijo que nó; ese día que ellál 
menciona, el 27 de Febrero, yo me encontraba en Baní do-

mando tragos con los testigos que he indicado"; que la men-
cionada Corte, para rechazar el pedimento que se le hacía en 
lo que queda transcrito, expresó, en el segundo considerando 
del fallo del cual se viene tratando, "que esta pretensión de 
coartada del inculpado carece de seriedad, y que, por otra 
parte, tanto el expediente cuanto el plenario, arrojan ele-
mentos de convicción suficientes para decidir el caso"; pe-
ro, que la Suprema Corte hace constar 'que el examen com-
pleto del expediente del cual se hace referencia arriba, así 
como el de las dos .decisiones impugnadas en casación y el 
del acta de audiencia, que corresponde al plenario menciona-
do por la Corte de San Cristóbal, no revelan la existencia de 
hechos o circunstancias que se opusieran a la prueba testi_ 
monial propuesta por Figuereo o que de antemano la desvir-
tuarían; que ante el uso que hacía el inculpado, de su indis-
cutible derecho de ofrecer la prueba de algo decisivo para la 
solución de su causa, como lo teuta que ser lo que con razón 
llama una coartada la Corte a qua, a ésta no podía bastarle 
decir como lo dijo, que el pedimento carecía "de seriedad" y 
que "tanto el expediente como el plenario, arrojan elemen-
tos de convicción suficientes para decidir el caso", elementos 
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renta y seis (1946), dictada por este Tribunal, cuyo dispositi., 
vo es el siguiente: "PRIMERO: que debe pronunciar como' al 
efec•co pronuncia, el defecto contra el nombrado Wencesla.o 
Figuereo, Cabral (a) Chachi, por no haber comparecido a es-
ta audiencia, no obstante haber sido legalmente citado; SE-
GUNDO: que debe declarar, como al efecto declara, al nom-
brado Wenceslao Figuereo Cabral (a) Chachí, de generales 
ignoradas, culpable del delito de violación de la Ley No. 1051, 
en perjuicio de un hijogmenor de nombre César, que tiene 
procreado Con la señora Andrea Reinos°, y en consecuencia,' 
lo condena a sufrir la pena de un (1) año de prisión correc-
cional que sufrirá en la cárcel pública de esta ciudad de Ba-
ní, y al pago de las costas; TERCERO: que debe fijar, como 
al efecto fija, la suma d'e veinte pesos ($20.00), moneda de 
curso legal, como pensión mensual que deberá pasar el señor 
Wenceslao Figuereo Cabral (a)_ Chachí a la señora Andrea 
Reinos°, para la maputención del ornenor que ambos tienen 
procreados", SEGUNDO: que en cuanto al fondo, debe modi-
ficar y modifica, la indicada sentencia en cuanto a la pensión, 
y condena al nombrado Wenceslao Figuereo Cabral (a) Cha-
chi, de generales conocidas, a sufrir un (1) año de prisión 
correccional que sufrirá en la cárcer pública de esta ciudad 
de Baní, y al pago de las costas; TERCERO: que debe fijar, 
como al efecto fija, la suma de cuatro pesos ($4.00), mone-
d'a de curso legal, como pensión que deberá pasar el nom-
brado Wenceslao Figuereo Cabral (a) Chachí, mensualmen-
te a la señora Andrea Reinos°, para la manutención del me-
nor César, que ambos tienen procreado".—SEGUNDO: Con-
firmar esta sentencia en cuanto a la pena impuesta y modi-
ficarla en cuanto a la pensión fijada, y obrando por propia 
autoridad, elevar dicha pensión a la suma de diez pesos men-
suales; TERCERO: Condenar al inculpado al pago de las 
costas"; 

Considerando que Wenceslao Figuereo Cabral, al hacer 
en la secretaría de la Corte a qua la declaración de sus re-
cursos contra el fallo No. 57 y contra el No. 58, expuso que 
los motivos de tales recursos los expondría "en memorial 
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oye depositarít oportunamente en esta Secretaría"; pero, que 
;I no haberse hecho, ni en la secretaría de la Corte dicha ni 
en la de esta Suprema Corte de Justicia, el depósito así anun-
cjado, es forzoso reconocer un carácter general y un alcance 
total a los repetidos recursos; 

Considerando que según el último resultando y el 
primer considerando de la primera de las sentencias impug...* 
nadas, la No. '5'7, el actual recurrente declaró ante la Corte 
-a qua lo siguiente: "No es cierto que yo haya tenido contacto 
con esa señora; solicito el reenvío de la causa para citar 
los testigos Fernando Bucarelly, Pipí Germán, Manuel de 
Regla Saviñón y IVIiguel Garrido; y-o conocí la joven traba-
jando en la casa de mi hermana; ella primero dijo que el 
niño era de mi hijo y- luego que era mío; y-o le pregunté a mi 
hijo que si era cierto y éste me dijo que no; ese día que ella". 
menciona, el 27 de Febrero, y-o me encontraba en Baní i4o-
mando tragos con los testigos.que he indicado"; que la men-
cionada Corte, para rechazar el pedimento que se le hacía en 
lo que queda transcrito, expresó, en el segundo considerando 
del fallo del cual se viene tratando, "que esta pretensión de 
coartada del inculpado carece de seriedad, y que, por otra 
parte, tanto el expediente cuanto el plenario, arrojan ele-
mentos de convicción suficientes para decidir el caso"; pe-
ro, que la Suprema Corte hace constar que el examen com-
pleto del expediente del cual se hace referencia arriba, así 
como el de las dos .decisiones impugnadas en casación y el 
del acta de audiencia, que corresponde al plenario menciona-
do por la Corte de San Cristóbal, no revelan la existencia de 
hechos o circunstancias que se opusieran a la prueba testi-
monial propuesta por Figuereo o que de antemano la desvir-
tuarían; que ante el uso que hacía el inculpado, de su indis-
cutible derecho de ofrecer la prueba de algo decisivo para la 
solución de su causa, como lo tenla, que ser lo que con razón 
llama una coartada la Corte a qua, a ésta no podía bastarle 
decir como lo dijo, que el pedimento carecía "de seriedad" y 
que "tanto el expediente como el plenario, arrojan elemen-
tos de convicción suficientes para decidir el caso", elementos 
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que en realidad no aparecen, como se hace constar arriba, ni 
en el, expediente que resolvió la Corte de que se trata ni en  
el acta de audiencia en que se relata lo ocurrido en el plen a_ 
rio; que ello es tanto más grave, cuanto que el examen del 
acta de audiencia de primera instancia, del veintiocho ,de ene- 
ro de mil novecientos cuarenta y siete, evidencia que desde 
entonces venía alegando el inculpado que podía probar "que 
el 27 de febrero de 1946", fecha precisada por la querellan- . 

 te como la del único contacto carnal con Figuereo por ella 
alegado ;  no se "encontraba en Ciudad Trujillo", lugar de 
los hechos aducidos, "sino en esta ciudad", esto es, en Baní; 
y 

Considerando que si, por regla general, los jueces del 
fondo,  son soberanos para apreciar si los medios de prueba 
prOducidos ante •ellos conducen, o nó, a 'establecer la culpa-
bilidad de la persona a quien se impute la comisión de algún 
delito, ello no los autoriza a .desconocer los derechos de la 
defensa, negándose sin fundamente indiscutible, a que se 
les presenten medios de pruebas de hechos decisivos y con-, 
trarios a los ya producidos, como ocurría en la especia; que 
al no encontrarse, en la primera de las 'sentencias atacaklaw 
(la No. '57), ni en las piezas del expediente por ella mencio-
nadas, lbs hechos que hubiera podido ponderar la Corte de 
San Cristóbal para deducir las consecuencias Que dice haber 
deducida y para fallar como lo hizo, la Suprema Corte de 
Justicia se encuentra imposibilitada para verificar si en la 
especie, la ley ha sido bien o mal aplicada, si ha sido respe-
tado, o nó, el derecho de la defensa, y por lo tanto la repe-
tida sentencia 1\1 9  57 debe ser casada por falta de base le-
gal; 

'Considerando respecto de la segunda de las sentencias 
impugnadas ahora en casación, la . 1\1 9  58, del mismo treinta 
de abril de mil novecientos cuarenta y siete: que si bien di-
cho fallo expresa, en sus considerandos tercero y cuarto, 
"que es constante', sin contradicción del inculpado, que la 
.querellante Andrea. Reynoso trabajaba en la casa de una 
herrnana de éste, en Ciudad Trujillo, para la época en que 
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airó encinta"; y "que es constante también, según la de-

'ec*1:prraecsó de la verdad, que mientras ésta se encontraba acos i iónn 
de la querellante, aceptada por la Corte como • la 

taifa en un sofá, eh la referida casa, el 27 de febrero de 1946, 
e l inculpado, aprovechando que se encontraban, solos, la go-
zó carnalmente, y que, como consecuencia, quedó encinta del 

menor agraviado César, nacido el 5 de octubre de 1946 que, 
además, existe tima resaltante semejanza fisonómica entre 
el menor agraviado y el inculpado", es evidente que en l'o co-
piado en primer término no aparece hecho alguno que, por 
sí solo, produjera consecuencias penales; y que lo segundo, 
hubiera 'podido, quizás, quedar desvirtuado por la prueba 
testimonial que propuso el inculpado y que la Corte de San 
Cristi5bal'se negó a que 'se realizara; que, consecuentemente, 
tampoco aparece en este fallo, como. lo quiere la Ley No. 
1051, de cuya aplicación se trata, ningún "hecho incontesta-
ble, concluyende o razonable relativo a la paternidad" atri-
buida al actual recurrente como base del delito que se le ha 
venida imputando; que por ello tampoco esta. segunda deci-
sión permite a la Suprema Corte de Justicia verificar sí, en 
la especie, la ley ha sido respetada o violada y tal •decisión 

, debe también ser casada por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: casa las sentencias Nos. 57 
y 58, dictadas por la Corte de Apelación de San Cristóbal en_ 
fecha treinta de abril de mil novecientos cuarenta y siete, 
cuyos dispositivos han sido copiados en otro lugar del pre-
sente fallo, y envía el asunto a la Corte de' Apelación de Ciu-
dád Trujillo; Segundo: declara las costas de oficio. 

(Firmados) : Pedro Troncoso Sánchez.— J. Tomás Me-
jía.— F. Tavares hijo.— Raf. Castro Rivera.— Manuel M. 
Guerrero.— Gustavo A. Díaz.— José E. García Aybar.— M. 
García Mella.—:  Eug. A. -Alvarez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
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que en realidad no aparecen, como se hace constar arriba, ni 
en el. expediente que resolvió la Corte de que se trata ni e n 

 el acta de audiencia en que se relata lo ocurrido en el plena_ 
rio; que ello es tanto más grave, cuanto que el examen del 
acta de audiencia de primera instancia, del veintiocho ,de ene-
ro de mil novecientos cuarenta y siete, evidencia que desde 
entonces venía alegando el inculpado que podía probar "qu e 

 el 27 de febrero de 1946", fecha precisada por la querellan-
te como la del único contacto carnal con Figuereo por ella 
alegado, no se "encontraba en Ciudad Trujillo", lugar de 
los hechos aducidos, "sino en esta ciudad", esto es, en Baní; 
y 

Considerando que si, por regla general, los jueces del 
fonda son soberanos para apreciar si los medios de prueba 
producidos ante ellos conducen, o nó, a *establecer la culpa-
bilklad de la persona a quien se impute la comisión de algún 
delito, ello no los autoriza a .desconocer los derechos de la 
defensa, negándose sin fundamente indiscutible, a que se 
les presenten medios de pruebas de hechos decisivos y con-, 
trarios a los ya producidos, como ocurría en la especia; que 
al no encontrarse, en la primera de las 'sentencias atacada 
(la No. '57), ni en las piezas del expediente por ella mencio-
nadas, lbs hechos que hubiera podido ponderar la Corte de 
San Cristóbal para deducir las consecuencias que dice haber 
deducido y para fallar como lo hizo, la Suprema Corte de 
Justicia se encuentra imposibilitada para verificar si en la 
especie, la ley ha sido bien o mal aplicada, si ha sido respe-
tado, o nó, el derecho de la defensa, y por lo tanto la repe-
tida sentencia N 9  57 debe ser casada por falta de base le-
gal; 

`Considerando respecto de la segunda de las sentencias 
impugnadas ahora en casación, la * N° 58, del mismo treinta 
de abril de mil novecientos cuarenta y, siete: que si bien di-
cho fallo expresa, en sus considerandos tercero y cuarto, 
"que es constante, sin contradicción del inculpado, que la 
.querellante Andrea. Reynoso trabajaba en la casa de una 
'hermana de éste; en Ciudad Trujillo, para la época en que 

salió encinta"; y "que es constante también, según la de-
claración de la querellante, aceptada por la Corte como la 
expresión de la verdad, que mientras ésta se encontraba acos 
tada en un sofá, en la referida casa, el 27 de febrero de 1946, 
el inculpado, aprovechando que se encontraban. solos, la go_ 
zó carnalmente, y que, como consecuencia, quedó encinta del 
menor agraviado César, nacido el 5 de octubre de 1946; que, 
además, existe una resaltante semejanza fisonómica entre 
e l menor agraviado y el inculpado", es evidente que en lo co-
piado en primer término no aparece hecho alguno que, por 
sí solo, produjera consecuencias penales; y que lo segundo, 
hubiera 'podido, quizás, quedar desvirtuado por la prueba 
testimonial que propuso el inculpado y que la. Corte de San. 
Cristóbal 'se negó a que 'se realizara; que, consecuentemente, 
tampoco aparece en este fallo, como- lo quiere la Ley No. 
1051, de cuya aplicación se trata, ningún "hecho incontesta-
ble. concluyende o razonable relativo a la paternidad" atri. 7.. 
buída al actual recurrente como base del delito que se le ha 
venida imputando; que por ello tampoco esta segunda deci_ 
Sión permite a la Suprema Corte de Justicia verificar sí, en 
la especie, la ley ha sido respetada o violada y tal decisi6n 

, debe también ser casada por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: casa las sentencias Nos. 57 
y 58, dicta-das por la Corte de Apelación de San Cristóbal en 
fecha treinta de abril de mil novecientos cuarenta y siete, 
cuyos dispositivos han sido copiados en otro lugar del pre-
sente fallo, y envía el asunto a la Corte de' Apelación de Ciu-
dád Trujillo; Segundo: declara las costas de oficio. 

111 	(Firmados) : Pedro Troncoso Sánchez.— J. Tomás Me- 
jía.— F. Tavares hijo.— Raf. Castro Rivera.— Manuel M. 
Guerrero.— Gustavo A. Díaz.— José E. García Aybar.— M. 
García Mella.---7  Eug. A. -Alvarez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los. 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- 



diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fu  
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que  
certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 
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identidad número 3174, serie 23, renovada con el sello nú-
mero 463, abogado de la parte intimada, señora Dolores Guz-

-mán de los Santos, dominicana, propietaria, portadora de la 
'cédula personal de identidad número 7156, serie 23, domi-
ciliada y residente en la ciudad de San Pedro de Macorís; 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Pedro Troncoso Sánchez, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Rafael Cas-
tro Rivera, Manuel M. Guerrero, Gustavo A. Díaz y José Er-
nesto García Ay- bar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día treinta del mes de septiem-
bre de mil novecientos cuarenta y siete, año 1049 de la Inde-
pendencia, 85' de la Restauración y 18 9  de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la siguien-
te sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Ju-
lio Lluberes, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor 
y propietario,' domiciliado en la población de Hato Mayor, 
provincia del Seybo, portador de la cédula personal de iden-
tidad número 313, serie 27, renovada con el sello de Rentas 
Internas número 1230, contra la decisión del Tribunal Supe-
rior de Tierras de fecha veintisiete de septiembre de mil no-
vecientos cuarenta y seis, dictada en el saneamiento del Dis-
trito Catastral número 167/4, sitio de Anguilla, común de 
Hato Mayor, provincia del Seybo, parcela número 34; 

Visto el memorial de casación presentado por el licen-
ciado Rafael Augusto Sánchez, portador de la cédula perso-
nal de identidad número 1815, serie 1, renovada para el año 
1946 con el sello número 50, abojado del recurrente; 

Visto el memorial de defensa presentado por el licencia-
do J. M. Vidal Velázquez, portador de la cédula personal de 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: a) que en el proceso de saneamiento relativo a ,\ 
una porción de terreno en el sitio de "Anguilla", común de 
Hato Mayor, Provincia del Seybo, o sea las Parcelas núme-
ros 33, 34, 39, 44fy 45 del distrito catastral número 167, 4a. 
parte, se suscitó una contestación entre los señores Dolores 
Guzmán de los Santos y Julio Lluberes, quienes reclamaban 
contradictoriamente, la Parcela No. 34; b) que sobre esa 
contestación el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original 

Oído el Magistrado Juez Relator, licenciado Leoncio Ra- 411111F 
MOS; 

Oído el doctor Rafael Augusto Sánchez hijo, portador de 
la cédula personal de identidad número 38378, serie 1, con 1  
Sello de renovación número 12428, en representación del 'li-
cenciado Rafael Augusto Sánchez, abogado de la parte inti-
mante, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el licenciado J. M. Vidal Velázquez, abogado de la 
parte intimada, que dió lectura a sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República, licenciado Mario Abreu Penzo, que concluye 
así: "Somos de opinión que el presente recurso de casación 
sea rechazado"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 4o. de la Ley de Registro de Tie-

- rras, 1622 y 2265, reformado, del Código Civil, y lo. y 71 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; ," 
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diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
:firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte (fe Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Pedro Troncos° Sánthez, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Rafael Cas-
tro Rivera, Manuel M. Guerrero, Gustavo A. Díaz y José Er-
nesto García Ay-bar, asistidos clel Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día treinta del mes de septiem-
bre de mil novecientos cuarenta y siete, año 1049 de la Inde-
pendencia, 859 de la Restauración y 18' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte .de casación, la siguien-
te sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Ju-
lio Lluberes, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor 
y propietario,' domiciliado en la población de Hato Mayor, 
provincia del Seybo, portador de la cédula personal de iden-
tidad número 313, serie 27, renovada con el sello de Rentas 
Internas número 1230, contra la decisión del Tribunal Supe-
rior de Tierras de fecha veintisiete de septiembre de mil no-
vecientos cuarenta y seis, dictada en el saneamiento del Dis-
trito Catastral número 167/4, sitio de Anguilla, común de 
Hato Mayor, provincia del Seybo, parcela número 34; 

Visto el memorial d'e casación presentado por el licen-
ciado Rafael Augusto Sánchez, portador de la cédula perso-
nal de identidad número 1815, serie 1, renovada para el ario 
1946 con el sello número 50, aboildo del recurrente; 

Visto el memorial de defensa presentado por el licencia-
do J. IVI. Vidal Velázquez, portador de la cédula personal de 
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Identidad número 3174, serie 23, renovada con el sello nú-
mero 463, abogado de la parte int:macla, señora Dolores Guz-
mán de los Santos, dominicana, propietaria, portadora de la 
cédula personal de identid'ad número. 7156, serie 23, domi-
ciliada y residente en la ciudad de San Pedro de Macorís; 

Oído el Magistrado Juez Relator, licenciado Leoncio Ra- 
MOS ; 

Oídio el doctor Rafael Augusto Sánchez hijo, portador de 
la cédula personal de identidad número 38378, serie 1, con 
Sello de renovación número 12428, en representación del li-
cenCiado Rafael Augusto Sánchez, abogado de la parte inti-
mante, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el licenciado J. M. Vidal Velázquez, abogado de la 
parte intimada, que dió lectura a sus conclusiones; 

Oído el dictamen "cTel Magistrado Procurador General de 
la República, licenciado Mario Abreu Penzo, que concluye 
así: "Somos de opinión que el presente recurso de casación 
sea rechazado"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 4o. de la Ley de Registro de Tie-

- rras, 1622 y 2265, reformado, del Código Civil, y lo. y 71 de 
-Ja Ley sobre Procedimiento d'e Casación; " 

- 	Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: a) que en el proceso de saneamiento relativo a , 
una porción de terreno en el sitio de "Anguilla", común de 
Hato Mayor, Provincia del Seybo, o sea las Parcelas núme-
ros 33, 34, 39, 44fy 45 del distrito catastral número 167, 4a. 
parte, se suscitó una contestación entre los señores Dolores 
Guzmán de los Santos y Julio Lluberes, quienes reclamaban 
contradictoriamente, la Parcela No. 34; b) que sobre esa 
contestación el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original 
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diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Pedro Troncoso Sánthez, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Rafael Cas-
tro Rivera, Manuel M. Guerrero, Gustavo A. Díaz y José Er-
nesto García Ay-bar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día treinta del mes de septiem-
bre de mil novecientos cuarenta y siete, año 1049 de la Inde-
pendencia, 859 de la Restauración y. 18' de la Era de Trujillo, 
dicta en a.udiencia pública, como corte de casación, la siguien-
te sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Ju-
lio Lluberes, dominicano, mayor de edad, casado, agricUltor 
y propietario,' domiciliado en la población cle Hato Mayor, 
provincia del Sey-bo, portador de la cédula personal de iden-
tidad número 313, serie 27, renovada con el sello de Rentas 
Internas número 1230, contra la decisión d'el Tribunal Supe-
rior de Tierras de fecha veintisiete de septiembre de' mil no-
vecientos cuarenta y seis, dictada en el saneamiento del .Dis-
frito Catastral número 167/4, sitio de .Anguilla, común de 
Hato Mayor, provincia del Seybo, parcela número 34; 

Visto el memorial de casación presentado por el licen-
ciado Rafael Augusto Sánchez, portador de la cédula perso-
nal de identidad número 1815, serie 1, renovada para el. año 
1946 con el sello número 50, abogádo del recurrente; 

Visto el memorial de defensa presentado por el licencia-
do J. NI. Vidal Velázquez, portador de la cédula personal de 

Identidad número 3174, serie 23, renovada con el sello nú-
mero 463, abogado de la parte int:mada, señora Dolores Guz-
mán de los Santos, dominicana, propietaria, portadora de la 
cédula personal de identid'ad número. 7156, serie 23, domi-
ciliada y residente en la ciudad de San Pedro de Macorís; 

Oído el Magistrado Juez Relator, licenciado Leoncio Ra-
mos; 

- 	Oído el doctor Rafael Augusto Sánchez hijo, portador de 
la cédula personal de identidad número 38378, serie 1, con 
s'ello de renovación número 12428, en representación del li-
cenCiado Rafael Augusto Sánchez, abogado de la parte inti-
mante, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el licenciado J. M. Vidal Velázquez, abogado de la 
parte intimada, que dió lectura a sus conclusiones; 

Oído el dictamen -del Magistrado Procurador General de 
la República, licenciado Mario Abreu Penzo, que concluye 
así: "Somos de opinión que el presente recurso de casación 
sea rechazado"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 4o. de la Ley de Registro de Tie-

- rras, 1622 y 2265, reformado, del Código Civil, y lo. y 71 de 
ja Ley sobre Procedimiento de Casación; 

- 	Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: a) que en el proceso de saneamiento relativo a 
una porción de terreno en el sitio de "Anguilla", común de 
Hato Mayor, Provincia del Seybo, o sea las Parcelas núme-
ros 33, 34, 39, 44137 45 del distrito catastral número 167, 4a. 
parte, se suscitó una contestación entre los señores Dolores 
Guzmán de los Santos y Julio Lluberes, quienes reclamaban 
contradictoriamente, la Parcela No. 34; b) que sobre esa 
contestación el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original 
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dictó en fecha veintisiete de noviembre de mil novecientos 
cuarenta y cinco su decisión, número 1, mediante la cual dis-
puso, entre otras cosas, lo siguiente: "Parcela número 34.— 
19—Rechazar, como por la presente se rechaza, la reclama-
ción de Dolores Guzmán de los Santos, domiciliada y resi-
dente en San Pedro de Macorís sobre una porción de 107 
(ciento siete) Ts., 73 (setentitrés) V2., equivalentes a € 
(seis) Hs., 77 (setentisiete) As., 50 (cincuenta) Cas.; 2o.—
El registro de 6 (seis) Hs., 77 (setentisiete) As., 50 (cin-
cuenta) Cs., equivalentes a 107 (ciento siete) Ts., 73 (setenti-
trés) varas cuadradas, sin mejoras, en favor de Julio Llube-
res, -mayor de edad, dominicano, casado con Blanca Pión. 
portador de la cédula personal de identidad No. 313, Serie 
27, domiciliado y residente en Hato Mayor, sin gravamen, 
el registro de las mejoras existentes en esta porción de te-
rreno en favor de Dolores Guzmán de los Santos, domicilia-
da y residente en San Pedro 'de Macorís, regidas estas mejo-
yas por la segunda parte del art. 555 del Código Civil, y su-
jeto este último registro a_ una hipoteca por la suma de 
$1.300.00, (mil trescientos pesos), con intereses del 1°/, 
Mensual, que vencerá el 2 de febrero de 1946, en favor de / 
Juan Vidal Ripoll, mayor de edad, español, portador de la cé-
dula personal de identidad No. 449, serie 23, domiciliado y 
residente en San Pedro de Macorís ;— 3°—El -  registro del 
resto de esta parcela, con todas sus mejoras, en favor de Do-
lores Guzmán -de los Santos, domiciliada y residente en Sal. 
Pedro de Macorís, sujeto este registro a una hipoteca ascen-
dente a $1.300.00 (mil trescientos pesos), con intereses del 
1% mensual, que vencerá el 2 de febrero de 1946, en favor 
de Juan Vidal Ripoll, 'de generales que constan en este dis-
positivo"; c) que contra la anterior decisión 'apelaron el se-
ñor Julio L_ luberés, en fecha cinco de diciembre del mil no-
vecientos cuarenta y cinco y la señora Dolores Guzmán de 
los Santos, en fecha diecinueve de diciembre del mismo año 
d) que por su decisión número 3, de fecha veintisiete de sep-
tiembre del año mil novecientos cuarenta y seis, el Tribunas 
Superior de Tierras decidió ambas apelaciones por sentencia 

cuyháa zpaarr,  t ce o md i os p:Is ietfi evcat od irceec haaszía: 
pori

LnLftAin 	1 9—Que debe 
:d"--ada, la apelación 

i
nterpuesta  por Julio Lluberes, en fecha 5 de diciembre del. 

i-945 ;.-29—que debe acoger, como al efecto acoge, la apela-
ción  que en fecha 19' de diciembre del 1945, interpuso el Lis 
cenciado J. M. Vidal V., en nombre y representación de Do-
lores Guzmán de los Santos ;— 3°—Que debe confirmar, co-
rno al efecto confirma, la decisión No. 1, en lo que respecta ' 

a  hl  parcela No. 34, Distrito Catastral 4 No. 167/4a. parte, 
bitio de Anguilla, Común de Hato Maydr, provincia del Sey-
be, en la segunda y tercera parte del inciso 2' y el inciso 3'. 
La  adjudicación en lo sucesivo es la siguiente:.a) Se ordena 
el registro de toda la parcela N 9  34, con sus mejoras, en fa-
vor de Dolores Guzmán de los Santos, domiciliada y residente 
en San Pédro de Macorís b) Se ordena sobre dicha parce-
la y sus mejoras, el registro de una hipoteca por un mil tres-

, cientos pesos, con intereses al uno por ciento mensual,' que 
vencerá el 2 de febrero del 1946, en fayor de Juan Vidal Ri-
poll, mayor de edad, español, domiciliado y residente en San 
Pedro de Macorís.— Se ordena al Secretario del Tribunal de 
Tierrás, que después de recibidos por él los planos definiti-
vos, preparados por el Agrimensor Contratista y aprobados 
por la Dirección Generarde Mensuras Catastrales, de acuer-
do con los términos de esta Decisión, expida el Decreto de 
Registro de Título correspondiente"; 

, 
Considerando que Nal señor Julio Lluberes funda su re-

curso de casación en loá siguientes medios; lo. Violación del 
artículo 4 de la Ley de Registro de Tierras, pues en la sen-
tencia impugnada en unos casos hay falta de motivos y 
en otros casos loS motivos son erróneos o insuficientes; 2°—
Errada aplicación en la sentencia recurrida del artículo 2265 
reformado ,del Código Civil, relativo a la prescripción*de diez 
o veinte, años; 39—Errada aplicación del artículo 1622 del Có-
digo Civil; y 4°—Desnaturalización de los hechos y examen 
incompleto de las pruebas presentadas por las partes ; 

Considerando que en lo que se refiere al primer medio, el 

1 
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dictó en fecha veintisiete de noviembre de mil novecientos 
cuarenta y cinco su decisión número 1, mediante la cual dis-
puso, entre otras cosas, lo siguiente: "Parcela número 34.— 
19—Rechazar, como por la presente se rechaza, la reclama-
ción de Dolores Guzmán de los Santos, domiciliada y resi-
dente en San Pedro de Macorís sobre una porción de 107 
(ciento siete) Ts., 73 (setentitrés) V2., equivalentes a 6 
(seis) Hs., 77 (setentisiete) As., 50 (cincuenta) Cas.; 2o.— 
El registro de 6 (seis) Hs., 77 (setentisiete) As., 50 (cin-
cuenta) Cs., equivalentes a 107 (ciento siete) Ts., 73 (setenti-
trés) varas cuadradas, sin mejoras, en favor de Julio Llube_ 
res, mayor de edad', dominicano, casado con Blanca Pión, 
portador de la cédula personal de identidad No. 313, Serie 
27, domiciliado y residente en Hato Mayor, sin gravamen, y 
el registro de las mejoras existentes en esta porción de te-
rreno en favor de Dolores Guzmán de los Santos, domicilia-
da y residente en San Pedro de Macorís, regidas estas mejo-
ras por la segunda parte del art. 555 del Código Civil, y su-
jeto este último registro a„ uria hipoteca por la suma de 
$1.300.00, (mil trescientos pesos), con intereses del 1% 
Mensual, que vencerá el 2 de febrero de 1946, en favor de 
Juan Vidal Ripoll, mayor de edad, español, portador de la cé-
dula personal de identidad No. 449, serie 23, domiciliado y 
residente en San Pedro de Macorís ;— 3°—El registro del 
resto de esta parcela, con todas sus mejoras, en favor de Do-
lores Guzmán •de los Santos, domiciliada y residente en Sal. 
Pedro de Macorís, sujeto este registro a una hipoteca ascen-
dente a $1.300.00 (mil trescientos pesos), con intereses del 
1% mensual, que vencerá el 2 de febrero de 1946, en favor 
de Juan Vidal Ripoll, *de generales que constan en este dis-
positivo"; e) que contra la anterior decisión apelaron el se-
ñor Julio Lluberes, en fecha cinco de diciembre del mil no-
vecientos cuarenta y cinco y la señora Dolores Guzmán de 
,los Santos, en fecha diecinueve de diciembre del mismo año 
d) que por su decisión número 3, de fecha veintisiete de sep-
tiembre del año mil novecientos cuarenta y seis, el Tribunal 
Superior de Tierras decidió ambas apelaciones por sentencia 
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ciivá parte dispositiva dice así: "FALLA:— 1 9—Que debe 
rechazar, como al efecto rechaza, por infundada, la apelación
interpuesta por Julio Lluberes, en fecha 5 de diciembre del. 
-1945 ;-29—que debe acoger, como al efecto acoge, la apela-
ción  que en fecha 19' de diciembre del 1945, interpuso el 
cenciado J. M. Vidal V., en nombre y representación de Do-
lores  Guzmán de los Santos ;— 3 9—Que debe confirmar, co-
mo al efecto confirma, la decisión No. 1, en lo que respecta 
a la parcela No. 34, Distrito Catastral, No. 167, 14a. parte, 
Sitio de Anguilla, Común de Hato Mayor;provincia del Sey-
bo, en la segunda y tercera parte del inciso 29 y el inciso 3% 
La adjudicación en lo sucesivo es la siguiente:.a) Se ordena 
el registro de toda la parcela Ñ 9  34, con sus mejoras, en fa-
.vor de Dolores Guzmán de los Santos, domiciliada y residente 
en San Pédro de Macorís;— b) Se ordena sobre dicha parce-
la y sus mejoras, el registro de una hipoteca por un mil tres-
cientos pesos, con intereses al uno por ciento mensual; que 
vencerá el 2 de febrero del 1946, en fayor de Juan Vidal Ri-
poll, mayor de edad, español, domiciliado y residente en San 
Pedro de Macorís.— Se ordena al Secretario del Tribunal de 
Tierras, que después de recibidos por él los planos definiti-
vos, preparados por el Agrimensor Contratista y aprobados 
por la Dirección General'de Mensuras Catastrales, de acuer-
do con los términos de esta Decisión, expida el Decreto de 
Registro de Título correspondiente"; 

Considerando que \et señor Julio Lluberes funda su re-
curso de casación en loá siguientes medios: lo. Violación del 
artículo 4 de la Ley de Registro de Tierras, pues en la sen-
tencia impugnada en unos casos hay falta de motivos y 
en otros casos loS motivos son erróneos o insuficientes; 2'-
Errada aplicación en la sentencia recurrida del artículo 2265 
reformado idel Código Civil, relativo a la prescripción'cle diez 
o veinte. años; 39—Errada aplicación del artículo 1622 del Có-
digo Civil; y 4°—Desnaturalización de los hechos y examen 
incompleto de las pruebas presentadas por las partes; 

Considerando que en lo que se refiere al primer medio, el 
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recurrente alega que la sentencia impugnada no contiene

' en  unos casos motivos que justifiquen su decisión, o que la in 0- 
 tivación en otros casos, es errónea e insuficiente; que en  la' 

sentencia recurrida se expresa "que Joaquín Bernal, v endió 
 al Licenciado Valentín Giró, una cantidad de terreno, cu iti. 
 vacía de pasto artificial y cercada de alambre de púas a cua-

tro cuerdas, contenida dicha cantidad dentro de tres plan os . 
que el vendedor Joaquín Bernal traspasó al Licenciado V a: 
lentín Giró todo el terreno que poseía ahí", en el sitio de "An. 
guilla", común de Hato Mayor, sin reservarse nada dara sí, 
razones que están desenvueltas ampliamente en el segundo 
considerando de la sentencia ; que en esas condiciones, debe 
ser desestimada la ausencia de motivos alegada; 

Considerando que el recurrente alega que los motivos 
de la sentencia impugnada son erróneos porque al sostener 
ella que "tanto el Lic. Giró como la intimada Guzmán ad-
quirieron esos terrenos de buena fé y en virtud de justo tí-
tulo y están amparados por la prescripción de diez y veinte 
años", estos motivos no pueden justificar la sentencia en lo. 
que se refiere al sobrante de 161 tareas que no fueron ccal-
pradas por el Lic. Giró ni adjudicadas a la señora Guzmán, 
la intimante; que esa alegación del'intimante carece de fun-
damento puesto que la sentencia recurrida ha establecido 
previamente que la venta hecha por Joaquín Bernal al Lic. 
Valentín Giró abarcaba la totalidad de la parcela, la cual fué 
individualizada, en el acta de venta, mediante sus colindan-
das; y que fué esa misma parcela, en su unidad la que fué 
embargada, adjudicada y poseída a la señora Guzmán; qúe 
por consiguiente, ambos, comprador y adjudicataria, consi-
deraban de buena fé haber adquirido a justo título la tota-
lidad de la parcela, y podían invocar la prescripción de diez 
y viente años; que por todo ello, la motivpción de la senten-
cia es adecuada y no adolece del vicio que señala e l recu-
rrente; 

Considerando que, finalmente ;  :tampoco pueden reputar-
se erróneos los motivos de la sentencia cuando se refiere al 

ar

• 

tículo 1622 del Código Civil, que organiza la prescripción 
de  la acción derivada del exceso o defecto en la contenencia 
de un inmueble vendido; que, en efecto, la sentencia recu-
rrida queda bien justificada con los motivos que expone, sin 

que por ello sea necesario añadirle la consideración sacada 

• del artículo 1622, la cual es superabundante por referirse a 
una situación hipotética que no es la resuelta por la senten-

cia; 
Considerando que por el segundo medio el recurrente 

invoca la violación del artículo 2265, reformado, del Código 
Civil, que organiza la prescripción de diez y veinte años; que 
si "el acto de venta de Bernal a Giró expresa una cantidad 
determinada o sea la de 1991 tareas nacionales", por las 161 
tareas restantes la intimada Guzmán de los Santos no tiene 
justo título ni puede alegar buena fé para prescribir en vir-
tud del artículo 2265, ya citado; 

Considerando que este medio está contestado en las con-
sideraciones hechas al examinar el primer medio; que en 
efecto, al reconocer la sentencia recurrida, por las razones 
que ella da, que la compra hecha por el Lic. Giró a Joaquín 
Bernal, y la adjudicación operada en beneficio de la intima-
da Guzmán, habían transferido a ambos la totalidad de la 
propiedad; y que ambos habían tenido la posesión sucesiva 
íntegra de esa porción de terreno, se impone aceptar la con-
secuencia jurídica de que ambos podían invocar la prescrip-
ción del artículo 2265, mencionado; 

Considerando que el tercer medio de casación se limita 
a señalar la violación del artículo 1622 del Código Civil; que 
ese medio debe ser rechazado porque la sentencia no hace 
aplicación de ese artículo y se limita a hacer una considera-
ción de carácter hipotético, como se ha expresado más arri-
ba, que no afecta la solución real y presente dada por la sen-
tencia; 

Considerando que el cuarto y último medio denuiicia, en 
la sentencia recurrida, una desnaturalización de los hechos 
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recurrente alega qué la sentencia impugnada no contiene, en 
unos casos motivos que justifiquen su decisión, o que la /no 
tivación en otros casos, es errónea e insuficiente; que en la-
sentencia recurrida se expresa "que Joaquín Bernal, vendió 
al Licenciado Valentín Giró, una cantidad de terreno, cuiti. 
vad'a de pasto artificial y cercada de alambre de púas a ena. 
tro cuerdas, contenida dicha cantidad dentro de tres planos. 
que el vendedor Joaquín Bernal traspasó al Licenciado Va. 
lentín Giró todo el terreno que poseía ahí", en el sitio de "An. 
guilla", común d'e Hato Mayor, sin reservarse nada para sí, 
razones que están desenvueltas ampliamente en el seáundo 
considerando de la sentencia ; que en esas condiciones, debe 
ser desestimada la ausencia de motivos alegada; 

Considerando que el recurrente alega que los motivos 
de la sentencia impugnada son erróneos porque al sostener 
ella que "tanto el Lic. Giró como la intimada Guzmán ad-
quirieron esos terrenos de buena fé y en virtud de justo tí-
tulo y están amparados por la prescripción de diez y veinte 
años", estos motivos no pueden justificar la sentencia en lo. 
que se refiere al sobrante de 161 tareas que no fueron corl-
pradas por el Lic. Giró ni adjudicadas a la señora Guzmán, 
la intimante; que esa alegación del'intimante carece de fun-
damento puesto que la sentencia recurrida ha establecido 
previamente que la venta hecha por Joaquín Bernal al Lic. 
Valentín Giró abarcaba la totalidad de la parcela, la cual fué 
indivicfualizada, en el acta de venta, mediante sus colindan-
das ; y que fué esa misma parcela, en su unidad la que fué 
embargada, adjudicada y poseída a la señora Guzmán; qüe 
por consiguiente, ambos, comprador y adjudicataria, consi-
deraban de buena fé haber adquirido a justo título la, tota-
lidad de la parcela, y podían invocar la prescripción de diez 
y viente años; que por todo ello, la motivvción de la senten-
cia es adecuada y no adolece del vicio que señala el recu-
rrente; 

Considerando que, finalmente,..tampoco pueden reputar 
se erróneos los motivos de la sentencia cuando se refiere al 
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;rtículo 1622 del Código Civil, que organiza la prescripción 
de la acción derivada del exceso o defecto en la contenencia 
de un inmueble vendido; que, en efecto, la sentencia recu-
rrida queda bien justificada con los motivos que expone, sin 
que por ello sea necesario añadirle la consideración sacada 
del artículo 1622, la cual es superabundante por referirse a 
una situación hipotética que no es la resuelta. por la senten- 
cia; 

Considerando que por el segundo medio el recurrente 
invoca la violación del artículo 2265, reformado, del Código 
Civil, que organiza la prescripción de diez y veinte años; que 
si "el acto de venta de Bernal a Giró expresa una cantidad 
determinada o sea la de 1991 tareas nacionales", por las 161 
tareas restantes la intimada Guzmán de los Santos no tiene 
justo título ni puede alegar buena fé para prescribir en vir-
tud del artículo 2265, ya citado; 

Considerando que este medio está contestado en las con-
sideraciones hechas al examinar el primer medio; que en 
efecto, al reconocer la sentencia recurrida, por las razones 
que ella da, que la compra hecha por el Lic. Giró a Joaquín 
Bernal, y la adjudicación operada en beneficio de la intima-
da Guzmán, habían transferido a ambos la totalidad de la 
propiedad; y que ambos habían tenido la posesión sucesiva 
íntegra de esa porción de terreno, se impone aceptar la con-
secuencia jurídica de que ambos podían invocar la prescrip-
ción del artículo 2265, mencionado; 

Considerando que el tercer medio de casación se limita 
a señalar la violación del artículo 1622 del Código Civil; que 
ese medio debe ser rechazado porque la sentencia no hace 
aplicación de ese artículo y se limita a hacer una considera-
ción de carácter hipotético, como se ha expresado más arri-
ba, que no afecta la solución real y presente dada por la sen-
tencia; 

Considerando que el cuarto y último medio denuhcia, en 
la sentencia recurrida, una desnaturalización de los hechos 
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y un exámen incompleto de las pruebas presentadas por la s 
 partes ; que el recurrente no desenvuelve este medio y se li_ 

mita a alegar, en términos generales, que el Tribunal Supe-
rior de Tierras "no hizo un estudio completo y detenido del 
expediente, de los documentos y pruebas presentadas por las 
partes, de la naturaleza jurídica de las acciones, a las que 
da una calificación y naturaleza errada"; 

'Considerando que la sentencia recurrida ha hecho u n 
 examen de los hechos y documentos de la causa, estudiando. 

los títulos que conducían a la solución dada por ella; que la 
interpretación del Contrato de venta intervenido entre el se-
ñor Joaquín Bernal y el Lic. Valentín Giró, en el sentido de 
que esa venta incluía la totalidad de los terrenos qué el ven-
dedor poseía en el lugar de Anguilla sin reservarse ninguna 
porción de esas tierras, entra en los poderes de los jueces del 
fondo y no entraña ninguna desnaturalización de los hechos, 
pues en el mencionado contrato no hay ninguna indicación 
que permita interpretarlo en otro sentido; que partiendo cle 
ese supuesto no tenía el tribunal a quo que entregarse a un 
examen de documentos (los presentados por el recurrente) 
que presuponían una venta parcial de las tierras por parte de 
Joaquín Bernal; que por otra parte, la sentencia recurrida no 
ha calificado erradamente la acción ejercida por .el recu-
rrente como sostiene éste, toda véz que la alusión que ella 
hace al artículo 1622 no significa que la solución del caso 
la haya encuadrado dentro de los términos de ese artículo, el 
cual es apuntado para una soltición posible, mas no presen-
te, del litigio; que por todas, estas razones, el cuarto medio 
de casación, también debe ser rechazado; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ci4n interpuesto por Julio Lluberes, contra sentencia ifel Tri-
bunal Superior de Tierras de fecha veintisiete de septiem-
bre de mil novecientos cuarenta y seis, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
condena a dicho intimante al pago de las costas. 
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. (Firmados) : Pedro Troncoso Sánchez.— J. Tomás Me-
jía .— Leoncio Ramos. —Raf. Castro Rivera. —Manuel M. 
Guerrero.— Gustavo A. Díaz.— José E. García Aybar._ 
Eug. A. Alvarez—Secretario General. . 1  

La presente sentencia ha sido dada y firnlada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día,, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, reunida en Cámara Disciplinaria, regularmente cons-
tituida por los Jueces Licenciados Pedro Troncoso Sánchez, 
Presidente ; Juan Tomás Mejía, Primer Sustituto de Presi-
dente; Froilán Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presiden-
te ; Leoncio Ramos, Rafael Castro Rivera, Manuel M. Gue-
rrero, Gustavo A. Díaz, José Ernesto García Aybar y Doc-
tor Moisés García Mella, asistidos del Secretario General, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día veinti-
nueve del mes de septiembre de mil novecientos cuarenta y 
siete,. año 104 9  de la Independencia, 85 9  de la Restauración y 
189 de la Era de Trujillo, ha dictado la siguiente sentencia: 

En la causa disciplinaria seguida a los señores Francisco 
A. Vicioso y licenciado Rafael Alburquerque Z. B., 'notarios ' 
del Distrito de Santo Domingo, el primero de cuarenta y cin-
co años de edad, casado, domiciliado y .residente en Ciudad 
Trujillo, cédula personal No. 20, serie 1, sello No. 5963; y el 
segundo de treinta y ocho años de edad, casado, domicilia-
do y residente en Ciudad Trujillo, cédula personal N 9  4084, 
serie 1, sello No. 12.154 causa promovida por el Magistrado 
Procurador General de la República, licenciado Mario Abreu 
Perszo ; 



BOLETIN JUDICIAL 
- - 

y un exámen incompleto de las pruebas presentadas por la s 
 partes ; que el recurrente no desenvuelve este medio y se li_ 

mita a alegar, en términos generales, que el Tribunal Supe-
rior de Tierras "no hizo un estudio completo y detenido de! 
expediente, de los documentos y pruebas presentadas por las 
partes, de la naturaleza jurídica de las acciones, a las que 
da una calificación y naturaleza errada"; 

`Considerando que la sentencia recurrida ha hecho tu, 
examen de los hechos y documentos de la causa, estudittndt,. 
los títulos que conducían a la solución, dada por ella; que la 
interpretación del contrato de venta intervenido entre el se-
ñor Joaquín Bernal y el Lic. Valentín Giró, en el sentido de 
que esa venta incluía la totalidad de los terrenos que el ven-
dedor poseía en el lugar de Anguilla sin -reservarse ninguna 
porción de esas tierras, entra en los poderes de los jueces del 
fondo y no entraña ninguna desnaturalización de los hechos, 
pues en el mencionado contrato no hay ninguna indicación 
que permita interpretarlo en otro sentido; que partiendo de 
ese supuesto no tenía el tribunal a quo que entregarse a un 
examen. de documentos (los presentadoá por el recurrente] 
que presuponían una venta parcial de las tierras por parte de 
Joaquín Bernal; que por otra parte, la sentencia recurrida no 
ha calificado erradamente la acción ejercida por el recu-
rrente como sostiene éste, toda vez que la alusión que ella 
hace al artículo 1622 no significa que la solución del caso 
la haya encuadrado dentro de los términos de ese artículo, el 
cual es apuntado para una soláción posible, mas no presen-
te, del litigio; que por todas estas razones, el cuarto medio 
de casación, también debe ser rechazado; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ci5n interpuesto por Julio Lluberes, contra sentencia "¿l'el Tri-
bunal Superior de Tierras de fecha veintisiete de septiem-
bre de mil novecientos cuarenta y seis, cuyo 'dispositivo ha 
sido copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
condena a dicho intimante al pago de las costas. 
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(Firmados) : Pedro Troncoso Sánchez.— J. Tomás Me-
j ía .— Leoncio R,amos. —Raf. Castro Rivera. —Manuel M. 
Guerrero.— Gustavo A. Días.— José E. García Aybar.— 
Eu g. A. Alvarez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firnda por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día,. mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico.— (Firmado) : Eug. A. -Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, reunida en Cámara Disciplinaria, regularmente cons-
tituida por los Jueces Licenciados Pedro Troncoso Sánchez, 
Presidente ; Juan Tomás Mejía, Primer. Sustituto de Presi 
(lente; Froilán Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presiden-
te; Leoncio Ramos, Rafael Castro Rivera, Manuel M. Gue-
rrero, Gustavo A. Díaz, José Ernesto García Aybar y Doc-
tor Moisés García Mella, asistidos del Secretario General, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día veinti-
nueve del mes de septiembre de mil novecientos cuarenta y 
siete?  año 1049  de la Independencia, 85 9  de la Restauración y 
189  de la Era de Trujillo, ha dictado la siguiente sentencia : 

En la causa disciplinaria seguida a los señores Francisco 
A. Vicioso y licenciado Rafael Alburquerque Z. B., notarios ' 
del Distrito de Santo Domingo, el primero de cuarenta y cin-
co años de edad, casado, domiciliado y residente en Ciudad 
Trujillo, cédula personal No. 20, serie 1, sello No. 5963; y el 
segundo de treinta y ocho años de edad, casado, domicilia-
do y residente en Ciudad Trujillo, cédula personal N 9  4084, 
pseeritzeo1; , sello No. 12.154 ;' causa promovida por el Magistrado 
Procurador General de la República, licenciado Mario Abreu 
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y un exámen incompleto de las pruebas presentadas por las 
partes ; que el recurrente no desenvuelve este medio y se li_ 
mita a alegar, en términos generales, que pl Tribunal Supe-
rior de Tierras "no hizo un estudio completo y detenido de! 
expediente, de los documentos y pruebas presentadas por las 
partes, de la naturaleza jurídica de las acciones, a las que. , 
da una calificación y naturaleza errada"; 

'Considerando que la sentencia recurrida ha hecho un 
examen de los hechos y' documentos de la causa, estudi*ndo 
los títulos que conducía-n a la solución dada por ella; que la 
interpretación del Contrato de venta intervenido entre el se-
ñor Joaquín Bernal y el Lic. Valentín Giró, en el sentido de 
que esa venta incluía la totalidad de los terrenos que el ven-
dedor poseía en el lugar de Anguilla sin -reservarse ninguna 
porción de esas tierras, entra en los poderes de los jueces del 
fondo y no entraña ping' una desnaturalización de los hechos, 

la haya encuadrado dentro de los términos de ese artículo, el 
cual es apuntado para una soluCión posible, mas no presen-
te, del litigio; que por todas estas razones, el cuarto medio 
de casación, también debe ser rechazado; 

Por tales Motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ci'Sn interpuesto por Julio Lluberes, contra sentencia Zt'el Tri-
bunal Superior de Tierras de fecha veintisiete de septiem-
bre de mil novecientos cuarenta y áeis, cuyo -d'ispositivo ha 
sido copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
condena a dicho intimante al pago de las costas. 
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. (Firmados): Pedro Troncoso Sánchez.— J. Tomás Me- 
, 

Leoncio Ramos. —Raf. Castro Rivera. —Manuel M. 
Guerrero.— Gustavo A. Díae.— José E. García Aybar._____ 
Eug. A. Alvarez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firrrtada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día,.. mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIÁ Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

pues en el mencionado contrato no hay ninguna indicación 

que permita interpretarlo en otro sentido; que partiendo de 
ese supuesto no tenía el tribunal a quo que entregarse a un 
examen de documentos (los presentadoá por el recprrentej 

que presupoñían una venta parcial de las tierras por parte de 

Joaquín Bernal; que por otra parte, la sentencia recurrida no 

ha calificado erradamente Ia acción ejercida por el recu-

rrente como sostiene éste, toda véz que la alusión que ella 
hace al artículo 1622 no significa que la solución del caso 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, reunida en Cámara Disciplinaria, regularmente cons-
tituida por los 'Jueces Licenciados Pedro Troncoso Sánchez, 
Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer Sustituto de Presi 
dente; Froilán Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presiden-
te; Leoncio Ramos, Rafael Castro Rivera, Manuel M. Gue-
rrero, Gustavo A. Díaz, José Ernesto García Aybar y Doc-
tor Moisés García Mella, asistidos del Secretario General, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día veinti-
nueve del mes de septiembre de mil novecientos cuarenta y 
siete,‘ año 1049 de la Independencia, 85' de la Restauración y 
189 de la Era de Trujillo, ha dictado la siguiente sentencia: 

En la causa disciplinaria seguida a los señores Francisco 
A. Vicioso y licenciado Rafael Alburquerque Z. B., notarios ' 
del Distrito de Santo Domingo, el primero de cuarenta y cin-
co años de edad, casado, domiciliado y residente en Ciud'ad 
Trujillo, cédula personal No. 20, serie 1, sello No. 5963; y el 
segundo de treinta y ocho añ-os de edad, casado, domicilia-
do y residente en Ciudad Trujillo, cédula personal N9 4084, 
serie 1, sello No. 12.154 ;' causa promovida por el Magistrado 
Procurador General de la República, licenciado Mario Abreu 
Penzo; 
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Oído el alguacil en la lectura del rol; 

Oídos los notarios sometidos en sus genérales de ley ; 

Oído el Magistrado Procurador General de la República 
en la exposición de los hechos ; 

Oída la lectura de los documentos del expediente ; 

Oídos los sometidos en sus declaraciones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la República 
pidiendo "el . sobreseimiento del expediente en la parte que 
sé refiere al notario señor Francisco A. Vicioso", por la razón. 
de que "como los mismo hechos cometidos por el Notario de 
los del número del Distrito de Santo Domingo, señor Fran-
cisco A. Vicioso, y que dieron lugar a la formación del expe-
diente que sirvió de base al sometimiento a la acción disci-
plinaría de esta Honorable Corte fueron agravados por ma-
niobras fraudulentas del referido Notario y ha dado lugar a 
aria acción pública ante los Tribunales ordinarios, bajo la acu-
sación del crimen de falsedad en escritura públic conside: 
ramos que el expediente formado contra él y c .yo conoci-
miento habría de efectuarse en esta audiencia, debe ser sobre-
seído hasta tanto se conozca .1a decisión definitiva de los 
referidos tribunales y proceder de acuerdo con el fallo que 
intervenga"; 

Oído el dictamen del mismo funcionario, en lo concer-
niente al licenciado Rafael Alburquerque Z. B., que concluye 
"pidiendo que esta Honorable Corte disponga la pena de des-
titución al Lic. Rafael Alburquerque Z. B. del cargo de nota-
rio de los del número del Distrito de Santo Domingo, de con-
formidad con el art. 5 de la Ley del Notariado" ; • 

Oídos los sometidos en sus respectivas defensas; 

Resultando: primero: que en fecha cinco de agosto de 
mil novecientos cuarenta y siete el Magistrado Procurador 

eneral de la República dirigió al Magistrado Presidente de 

la suprema Corte de Justicia una comunicación marcada con 

el nutnero 7570, cuyo texto es, en su parte esencial, el 'si- 
guiente : "Por la presente sometemos a la acción disciplina- 
r
l
'

disciplina- 
ria, de esa Suprema Corte de Justicia a los Sres. Lic. Rafael 
Alburquerque Z. B. y Francisco A. Vicioso, Notarios Públi-
cos  de los del número del Distrito de Santo Domingo, por 
irregularidades cometidas en el ejercicio de sus funciones y 
que dieron lugar a la formación del expediente que 3e anexa"; 
segundo: que en el mencionado expediente anexo hay un «i-
do de fecha siete de julio de mil novecientos cuarenta y sie-
te, dirigido bajo el No. 677 por el Magistrado Procurador 
Fiscal de la Segunda Cámara Plnal del Distrito de Santo 
Domingo al Magistrado Procurador General de la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, cuyo texto es el transcrito a 
continuación: "1.—En cumplimiento de las instrucciones 
contenidas en su oficio de referencia, procedí, acompañado 

piel Inspector de Rentas Internas, Señor Enrique A. García, 
a inspeccionar las notarías de los Licenciados Rafael Albur-
querque Z. B. y Francisco A. Vicioso de esta Ciudad.-2o.-
Como resultado de esa inspección, se comprobaron las irregu-
laridades que se enumeran a continuación: A) Notaría del 
Lic. Alburquerque Z. B.: a) carece del cuadro de inscripción 
de los nombres de las personas declaradas interdictas (Art. 
16 Ley del Notariado) ; b) en el Acto No. 7 del Protocolo del 
año 1946 hay palabras al margen sin la firma de una de las 
partes (Art. 21 Ley del Notariado) ; c)- en varios Actos de 
los Protocolos hay palabras enmendadas y rayadas o tacha-
das, en contravención a los términos del Artículo 22 de la 
misma Ley (Véanse en el Protocolo del*  año 1946 los Actos 
siguiente; Acto No. 4, pag. 17 ; Acto No. 5, pag. 21 y 22 ; Ac-
to No. 9 ; Acto No. 10, pag. 57 ; Acto No. 13, pag. 65; Acto 
No. 15; Acto No. 16, pag. 80; Acto No. 18, pag. 90; Acto No. 
24, pag. 120 y 121; Acto No. 35, pag. 181 y 192 ; Protocolo del 
año de 1947: Acto No. 22, Segunda Página) ; d) un acto de 
venta fué hecho sin el certificado de no gravamen, exigido 
Por el Artículo 26 de la misma Ley; e) el sello no indica la 
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Oído el alguacil en la lectura del rol; 

Oídos los notarios sometidos en sus generales de ley ; 

Oído el Magistrado Procurador General de la República 
en la exposición de los hechos ; 

Oída la lectura de los documentos del expediente ; 

Oídos los sometidos en sus declaraciones ; 

Oído el Magistrado Procurador General de la República. 
pidiendo "el sobreseimiento del expediente en la parte que 
se refiere al notario señor Francisco A. Vicioso", por la razón 
de que "como los mismo hechos cometidos por el Notario de 
los del número del Distrito de Santo Domingo, señor Fran-
cisco A. Vicioso, y que dieron lugar a la formación del expe-
diente que sirvió de base al sometimiento a la acción disci-
plinaria de esta Honorable Corte fueron agravados por ma-
niobras fraudulentas del referido Notario y ha dado lugar a 
una acción pública ante los Tribunales ordinarios, bajo la acu-
sación del crimen de falsedad en escritura públi( t, conside: 
ramos que el expediente formado contra él y c .yo conoci-
miento habría de efectuarse en esta audiencia, debe ser sobre-
seído hasta tanto se Conozca .la decisión definitiva de los 
referidos tribunales y proceder de acuerdo con el fallo que 
intervenga"; 

Oído el dictamen del mismo funcionario, en lo concer-
niente al licenciado Rafael Alburquerque Z. B., que concluye 
"pidiendo que .  esta Honorable Corte disponga la pena de des-
titución al Lic. Rafael Alburquerque Z. B. del cargo de nota-
rio de los del número del Distrito de Santo Domingo, de con-
formidad con el art. 5 de la Ley del Notariado"; 

Oídos los sometidos en sus respectivas defensas; 

Resultando: primero: »que en fecha cinco de agosto de 
mil novecientos cuarenta y siete el Magistrado Procurador 

General de la República dirigió al Magistrado Presidente de 
la  Suprema Corte de Justicia una comunicación marcada con 

el nUlnero 7570, cuyo texto es, en su parte esencial, el si-
guiente: "Por la presente sometemos a la acción disciplina-
ria  de esa Suprema Corte de Justicia a los Sres. Lic. Rafael 
Alburquerque Z. B. y Francisco A. Vicioso, Notarios Públi-
cos de los del número del Distrito de Santo Domingo, por 
irregularidades cometidas en el ejercicio de sus funciones y 
que dieron lugar a la formación del expediente que 3e anexa"; 
segundo: que en el mencionado expediente anexo hay un ofi-
cio de fecha siete de julio de mil novecientos cuarenta y sie-
te, dirigido bajo el No. 677 por el Magistrado Procurador 
Fiscal de la Segunda Cámara Penal del Distrito de Santo 
Domingo al Magistrado Procurador General de la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, cuyo texto es el transcrito a 
continuación: "1.—En cumplimiento de las instrucciones 
contenidas en su oficio de referencia, procedí, acompañado 

`del Inspector de Rentas Internas, Señor Enrique A. García, 
a inspeccionar las notarías de los Licenciados Rafael Albur-
querque Z. B. y Francisco A. Vicioso de esta Ciudad.-2o.-
Como resultado de esa inspección, se comprobaron las irregu-
laridades que se enumeran a continuación: A) Notaría del 
Lic. Alburquerque Z. B.: a) carece del cuadro de inscripción 
de los nombres de las personas declaradas interdictas (Art. 
16 Ley del Notariado) ; b) en el Acto No. 7 del Protocolo ,del 
año 1946 hay palabras al margen sin la firma de una de las 
partes (Art. 21 Ley del Notariado) ; c) en varios Actos de 
los Protocolos hay palabras enmendadas y rayadas o tacha-
das, en contravención a los términos del Artículo 22 de la 
misma Ley (Véanse en el Protocolo del' año 1946 los Actos 
siguiente: Acto No. 4, pag. 17; Acto No. 5, pag. 21 y 22; Ac-
to No. 9 ; Acto No. 10, pag. 57 ; Acto No. 13, pag. 65; Acto 
No. 15 ; Acto No. 16, pag. 80; Acto No. 18, pag. 90; Acto No. 
24, pag. 120 y 121; Acto No. 35, pag. 181 y 192 ; Protocolo del 
año de 1947: Acto No. 22, Segunda Página) ; d) un acto de 
venta fué hecho sin el certificado de no gravamen, exigido 
Por el Artículo 26 de la misma Ley; e) el sello no indica la 
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residencia, sino el domicilio (véase Art. 38 del Notariad o ) . 
f) los Protocoloá no comienzan el 1ro. de Enero de cada ai-1 0) 

 como lo exige el Art. 39 de la ley en referencia, sino con la 
 fecha del primer acto; g) algunas hojas de los actos de los 
 Protocolos no están rubricados ni foliados con' letras, a los 

 términos de los Artículos 40, 41 y 42 (Te la misma ley (Véan-
se Arts. Nos. 10 del año 1945, páginas 54 y 59 ; Acto No. 
del año 1946, pag. 5; Actos Nums. 9, 18, 21 y 22 del año 1947 ; 

 hl) los Protocolos no están encuadernados con pasta sólida de 
iomo de piel sino de percalina (Véase Art. 44 Ley Notaria_ 
do) ; i) no ha sido enviada. a la Suprema Corte de Justicia 
cofia del. índice, como lo establece el Art. 60 de la mencionada. 

B) Notaría del Lic.. Francisco A: Vicioso: a) no tie-
ne el cuadro que exije el Art. 16 de la Ley del Notariado; b) 

,en algunos actos de los Protocolos había palabras con lápiz, 
que fueron escritas con' tinta por el Notario después de to-
marse nota de esa irregularidad, prohibida por el Art. 43 
de la misma Ley (Véanse. actos Núms. 3, 4, 7, .11, 1.2 y 14 del 
Protocolo del año 1946; e) en los Protocolos de los años 1946 
y 1947 no Se han llenado los requisitos de los artículos 39, 
40, 41 y 43 de la mencionada Ley, ya que no indican •la fe-
cha. en que comienzan, ni están rubricados ni foliados y tie-
nen además cifras en números; d) el Protocolado del año 1946 
no está encuadernado, corno lo exige el Art. 44 de la misma 
Ley ; e) los Protocolos de los años anteriores están encuader-
nados en pasta dura,. pero sin lomo de piel ;.f) no tiene índi-
ce del año 1947, ni ha enviado copia del misma a la Suprema 
Corte de Justicia (Véanse Arts. 45 y 60 de la Ley del Nota-
riado). 3o.—Se hace constar que habiendo realizado el Pro-
curador Fiscal de la Primera Cámara de lo Penal una insj 

 pección de todas las notarías del Distrito Judicial de Santo 
Domino en el mes de Maro del año corriente, el suscribiente 
limitó la suya a los protocolos y archivos de las dos notarías 
antes mencionadas correspondientes al año de 1946 y a los 
meses transcurridos del año 1947.-- 4o.—Las irregularida-
des comprobadas en las notarías de los Licenciados Albur-
querque Z. B. y Vicioso están sancionados, para los fines pro- 

cedentes, por las disposiciones contenidas en los Arts. 5, 17, 
22, 26, 44 y 57 de la Ley de Notariado.— 5o.—Además de las 
irregularidades comprobadas en la notaría del Lic. Albur-
querque Z. B., relacionadas con la Ley del Notariado, se con-
signan, en la copia del acta anexa, las de carácter fiscal"; 
Tercero: que vistas las exposiciones precedentes y vistos los 
artículos 40 y 137 de la Ley de Organización Judicial, el Ma-
gistrado Presidente de la Suprema Corte de Justicia fijó, 
mediante auto dictado el día seis de agosto de mil novecien-
tos cuarenta y siete, la audiencia de fecha once de septim-
bre siguiente, en cámara 'disciplinaria, para conocer de la 
causa seguida a los notarios referidos, y ordenó que dicho auto 
fuera comunicado a los mismos y al Magistrado Procurador 
General de la República, así como a los demás jueces de la Su2  
prema Corte, para los fines de lugar ;.Cuarto: que previa ci-
tación de los notarios sometidos, hecha mediante acto de al-
guacil a requerimiento del Magistrado Procurador General de 
la República el doce de agosto de mil novecientos cuarenta y 
siete, y cumplidas todas las formalidades legales, se llevó a 
efecto el conocimiento 'de la mencionada causa en la audien-
cia previamente fijada, en la cual fueron oídos el Magistrado 
Procurador General de la República y los notarios sometidos y 
se dió lectura a los documentos relativos al caso ; Quinto: 
que en fecha diez y siete de septiembre de mil novecientos 
cuarenta y siete, y antes de pronunciar su fallo la Suprema 
Corte de Justicia,' el Magistrado Procurador General de la 
República envió al Magistrado Presidente de esta Corte una 
nueva comunicación, marcada con el No. 8810, que dice así: 
"Hon. Magistrado: No obstante considerar el Ministerio Pú-
blico que del proceso incoado contra los Notarios de los del nú-
mero del Distrito de Santo Domingo, Sres. Lic. Rafael Albur-
querque Z. B. y Francisco A. Vicioso, existen elementos de 
convicción suficientes para operar la destitución de los mis-
mos por los graves hechos cometidos en el ejercicio de sus 
funciones, según nuestras conclusiones de fecha once del mes 
actual, sin embargo como han surgido en el curso de la au-
diencia disciplinaria celebrada por esa Suprema Corte de 
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resWencia, sino el domicilio (véase Art. 38 del Notariado • 
f) los ProtocoloS no comienzan el lro. de Enero ae cada 40' 
como lo exige el Art. 39 de la ley en referencia, sino con iá 
fecha del primer acto; g) algunas hojas de los actos de los 
Protocolos no están rubricados ni foliados con' letras, a los 
términos de los Artículos 40, 41 y 42 cTe la misma ley (Véan_ 
se Arts. Nos. 10 del año 1945, páginas 54 y 59; Acto No. 
o:el año 1946, pag. 5; Actos Nums. 9, 1,8, 21 y 22 del año 1947; 
1-0 los Protocolos no están encuadernados con pasta sólida de 
lomo de piel sino de percalina (Véase Art. 44 Ley Notaria.. 
do) ; i) no ha sido env,iada.a. la  Suprema Corte de Justicia 

• copia del.índice, como lo establece el Art. 60 de la mencionada. 
Ley.— B) Notaría del •Lic..Francisco 	Vicioso: a) no tie- 
ne el cuadro que exije el Art. 16 de la Ley del Notariado; b) 
'en algunos actos de lOs Protocolos había palabras con lápiz, 
que fueron escritas. con tinta por el Notario después de to-
marse' nota de esa irregularidad, prohibida por el Art. 43 
de la misma Ley (Véanse actos Núms. 3, 4, 7, 11, 12 y 14 del 
Protocolo del ario 1946; c) en los Protocolos de los arios 1946 
y 1947 no Se han llenado los requisitos de los artículos 39, 
40, 41 y 43 de lá mencionada Ley, ya que no indican .1a fe- 
•cha, en que comienzan, ni están rubricados ni foliados y tie-
nen además cifras en números; d') el Protocolado del año 1946 
no está encuadernado, como lo exige el Art. 44 de la misma 
Ley ; e) los Protocolos de Íos años anteriores éstán encuader-
nados en pasta dura,. pero sin lomo de piel ;,f) no tiene índi-
ce del año .1947, ni ha enviado copia del misma a la Suprema 
Corte de Justicia (Véanse Arts. 45 y 60 de la Ley clel Nota-
riado). 3o.—Se hace constar' que habiendo realizado el Pro-
curador Fiscal d'e la Primera Cámara de lo Penal una insf 
pección de todas las notarías del Distrito Judicial de Santo 
Domino en el mes de MarZo del año corriente, el suscribiente 
limitó la suya, a los protocolos y archivos de las dos notarías 
antes mencionadas correspondientes al año de 1946 y a los 
meses transcurridos del ario 1947.— 4o.—Las irregularida-
des comprobadas en las notarías de los Licenciados Albur-
querque Z. B. y Vicioso están sancionados, para los fines pro- 

cedentes, por las disposiciones contenidas en los Arts. 5, 17, 
22, 26, 44 y 57 de la Ley de Notariado.— 5o.—Además de las 
irregularidades comprobadaS en la notaría del Lie. Albur-
querque Z. B., relacionadas con la Ley del Notariado, se con-
signan, en la copia del acta anexa, las de carácter fiseal"; 
Tercero: que vistas las exposiciones precedentes y vistos los 
artículos 40 y 137 de la Ley de Organización Judicial, el Ma-
gistrado Presidente de la Suprema Corte de Justicia fijó, 
mediante. auto dictado el--día seis de agosto de mil novecien-
tos cuarenta y siete, la audiencia de fecha once de septim-
bre siguiente, en cámara 'disciplinaria, para conocer de la 
causa seguida a los notalibs referidos, y ordenó que dicho auto 
fuera comunica,do a los mismos y al Magistrado Procurador 
General de la República, así como a los demás jueces de la Su-
prema. Corte, para. los fines de lugar ;*Cuarto: que previa ci-
tación de los notarios sometidos, hecha mediante acto d'e al-
guacil a requerimiento del Magistrado Procurador General de 
la República el doce de agosto de mil novecientos cuarenta y 
siete, y cumplidas todas las formalidades legales, se llevó a 
efecto el conocimiento.de la mencionada causa en la audien-
cia previamente fijada, en la cual fueron oídos el Magistrado 
Procurador General de la República y los notarios sometidos y 
se dió lectura a los documentos relativos al ca,so; Quinto: 
que en fecha diez y siete de septiembre de mil novecientos 
cuarenta y siete, y antes de pronunciar su fallo la Suprema 
Corte cie Justicia,' el Magistrado Procurador General de la 
R.epública envió al Magistrado Presidente de esta Corte una 
nueva comunicación, marcada con el No. 8810, que dice así: 
"Hon. Magistrado: No obstante considerar el Ministerio Pú-
blico que del proceso incoado contra los Notari.os de los d'el nú-
mero del Distrito de Santo Domingo, Sres. Lic. Rafael Albur-
querque Z. B. y Francisco A.. Vicioso, existen elementos de 
convicción suficientes para operar la destitución de los mis-
mos por los graves hechos cometidos en el ejercicio de sus 
funciones, según nuestras conclusiones de fecha once del mes 
actual, sin embargo como han surgido en el curso de la au-
diencia disciplinaria celebrada por esa Suprema Corte de 
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Justicia en la misma fecha y con posterioridad a ila referida 
audiencia, nuevos cargos que considero de interés su depura.. 
ción y cuya finalidad parece haber sido la de sorprender la 
religión de la Suprema Corte de Justicia, tale.3 como, e n 

 cuanto al Notario Francisco A. Vicioso, el haber intercalado 
o ,adicionado una hoja en el Protocolo del año 1946 con el 
propósito de desvirtuar la acusación enderezada contra él, de 
no haber iniciado el protocolo de ese año con la fecha corres-
pondiente y demás indicaciones hechas por los artículos 39 
al 43 de la Ley de Notariado, y, en cuanto al Notario Rafael 
Alburquerque Z. B. a quien sorprendió el Procurador Fiscal 
de la Segunda Cámara Penal del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, violando el artículo 21 de la misma Ley, ya que 
hizo adición al margen del acto No. 2 instrumentado por él, en 
fecha nueve de fbrero del año mil novecientos cuarentiseis, 
en el cual fueron partes el señor Francisco Antonio Rodrí-
guez Portes y la señora María Celeste Fernández o María 
Celeste Rodríguez de Rodríguez, y testigos' los señores Plá-
cido Acevedo y Alfonso de la Concha sin que figurara la fir-
ma de este último testigo y aparece ahora la firma de éste, 
lo que demuestra que dicho testigo firmó el acto después de 
de comprobada la referida irregularidad; que, además, como 
resultado de posteriores invesigaciones practicadas por el Dr. 
Salvador Aybar Mella, Procurador Fiscal de da Segunda Cá-
mara Penal del Distrito Judicial de Santo Domingo, el Nota-
rio Rafael Alburquerque Z. B. ha incurrido en faltas graves 
no previstas ni sancionadas por la Ley de Notariado, pues se 
ha comprobado que Sus actuaciones han sido realizadas en 
franca contradi&ión con la verdad de los hechos por él afir-
mados, puesto que declaró en el mencionado acto No. 2 que 
éste fué firmado por las partes y por los testigos en su pre-
sencia y en su estudio,-lo que es incierto como se demostrará 
el día de la audiencia ; que esas actuaciones por parte del No-
tario Lic. Rafael Alburquerque Zayas Bazán constituyen una 
falta grave qué debe ser corregida en interés público y para 
la conservación de la moralidad profesional. POR TANTO, 
solicitamos que los Notarios Rafael Alburquerque Zayas Ba- 

-zán y Francisco A. Vicioso se juzguen de nuevo disciplina-
riamente desde el punto de vista de las faltas de orden moral 
en que han incurrido al cometer esos hechos, y que, en con-
secuencia, se les fije una nueva audiencia Para la depuración 
de los mismos" ; Sexto: que con este motivo y considerando 
que procedía acceder a lo solicitado, la Suprema Corte de Jus-
ticia dictó en fecha diez y ocho de septiembre de mil nove-
cientos cuarenta y siete una resolución disponiendo la re-
apertura de los debates en la causa disciplinaria seguida a los 
notarios Francisco A. Vicioso y licenciado Rafael Alburquer-
que Z. B., con el fín de conocer los nuevos cargos formulados 
por el Magistrado Procurador General de la República, y fi-
jando al efecto la audiencia del día veinte v cinco del mismo 
mes; Séptimo: que esta resolución fué comunicada a los no-
tarios sometidos y al Magistrado Procurador General de la 
República, a cuyo requerimiento aquéllos fueron citados de 
nuevo para la audiencia (  disciplinaria, mediante acto de al-
guacil de la misma fecha de la resolución, y cumplidas otra 
vez las formalidades légales, se llevó a efecto en la fecha 
fijada la reapertura de los debates, en el curso de los cua-
les fueron oídos el Magistrado Procurador General de la Re-
pública y el notario licenciado Rafael Alburquerque Z. B.—no 
siéndolo también el notario Francisco A. Vicioso por no ha-
ber comparecido— y se dió lectura a' los nuevos documentos 
del expediente; 

La Suprema Corte de Justicia, reunida en Cámara Dis-
ciplinaria, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 6, apar-
tado 12, inciso e), de la Constitución, y vistos los artículos 
1, 5, 18, 19, 22, 38, 39, 41, 43, 44, 58 y 60 de la Ley del Nota-
riado, 137 de la Ley de Organización Judicial y 8, párrafo II, 
(le la Ley No. 111, sobre exequatur, promulgada el 3 de no-
viembre de 1942; 

Considerando que en atención a las razones expuestas 
Por el Magistrado Procurador General de la República —co-
piadas en otro lugar de esta sentencia— es pertinente aco-
ger, como es de principio, su petición de que se ordene el so- 
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Justicia en la misma fecha y con posterioridad a ,la referida 
audiencia, nuevos cargos que considero de interés su depura-
ción y cuya finalidad parece haber sido la de sorprender la 
religión de la Suprema Corte de Justicia, tale corno, en 

 cuanto al Notario Francisco A. Vicioso, el haber intercalado 
o .adicionado una hoja en el Protocolo del año 1946 con el 
propósito de desvirtuar la acusación enderezada contra él, de 

no haber iniciado el protocolo de ese año con la fecha corres-
pondiente y demás indicaciones hechas por los artículos 39 

al 43 de la Ley de Notariado, y, en cuanto al Notario Rafael 
Alburquerque Z'. B. a quien sorprendió el Procurador Fiscal 
de la Segunda Cámara Penal del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, violando el artículo 21 de la misma Ley, ya que 
hizo adición al margen del acto No. 2 instrumentado por él, en 
fecha nueve de obrero del año mil novecientos cuarentiseis, 
en el cual fueron partes el señor Francisco Antonio Rodrí-
guez Portes y la señora María Celeste Fernández o María 
Celeste Rodríguez de Rodríguez, y testigos' los señores Plá-
cido Acevedo y Alfonso de la Concha sin que figurara la fir-
ma de este último testigo y aparece ahora la firma de éste, 
lo que demuestra que dicho testigo firmó el acto después' de 
de comprobada la referida irregularidad; que, además, como 
resultado de posteriores invesigaciones practicadas por el Dr. 
Salvador Aybar Mella, Procurador Fiscal de ala Segunda Cá-
mara Penal del Distrito Judicial de Santo Domingo, el Nota-
rio Rafael Alburquerque Z. B. ha incurrido en faltas graves 
no previstas ni sancionadas por la Ley de Notariado, pues se 
ha comprobado que Sus actuaciones han sido realizadas en 
franca contradiCción con la verdad de los hechos por él afir-
mados, puesto que declaró en el mencionado acto No. 2 que 
éste fué firmado por las partes y por los testigos en su pre-
sencia y en su estudio,-lo que es incierto como se demostrará 
el día de la audiencia ; que esas actuaciones por parte del No-
tario Lic. Rafael Alburquerque Zayas Bazán constituyen una 
falta grave qué debe ser corregida en interés público y para 

la conservación de la moralidad profesional. POR TANTO, 
solicitamos que los Notarios Rafael Alburquerque Zayas Ba- 

lán y Francisco A. Vicioso se juzguen de nuevo disciplina-
riamente desde el punto de vista de las faltas de orden moral 
en que han incurrido al cometer esos hechos, y que, en con-
secuencia, se les fije una nueva audiencia Para la depuración 
de los mismos" ; Sexto: que con este motivo y considerando 
que procedía acceder a lo solicitado, la Suprema Corte de Jus-
ticia dictó en fecha diez y ocho de septiembre de mil nove-
cientos cuarenta y siete una resolución disponiendo la re-
apertura de los debates en la causa disciplinaria seguida a los 
notarios Francisco A. Vicioso y licenciado Rafael Alburquer-
que Z. B., con el fín de conocer los nuevos cargos formulados 
por el Magistrado Procurador General de la República, y fi-
jando al efecto la audiencia del día veinte -v cinco del mismo 
mes; Séptimo: que esta resolución fué comunicada a los no-
tarios sometidos y al Magistrado Procurador General de la 
República, a cuyo requerimiento aquéllos fueron citados de 
nuevo para la audiencia (  disciplinaria, mediante acto de al-
guacil de la misma fecha de la resolución, y cumplidas otra 
vez las formalidades légales, se llevó a efecto en la fecha 
fijada la reapertura de los debates, en el curso de los cua-
les fueron oídos el Magistrado Procurador General de la Re-
pública y el notario licenciado Rafael Alburquerque Z. B.—no 
siéndolo también el notario Francisco A. Vicioso por no ha-
ber comparecido— y se dió lectura a' los nuevos documentos 
del expediente; 

La Suprema Corte de Justicia, reunida en Cámara Dis-
ciplinaria, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 6, apar-
tado 12, inciso c), de la Constitución, y vistos los artículos 
1, 5, 18, 19, 22, 38, 39, 41, 43, 44, 58 y 60 de la Ley del Nota-
riado, 137 de la Ley de Organización Judicial y 8, párrafo II, 
de la Ley No. 1-11, sobre exequatur, promulgada el 3 de no-
viembre de 1942 ; 

Considerando que en atención a las razones expuestas 
Por el Magistrado Procurador General de la República —co-
piadas en otro lugar de esta sentencia— es pertinente aco-
ger, como es de principio, su petición de que se ordene el so- 
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breseimiento de la causa disciplinaria seguida al , notario 
Francisco A. Vicioso hasta tanto se conozca la decisión de-
finitiva de los tribunales ordinarios sobre la acción pública 
dirigida contra él por estar acusado del 'crimen de falsedad 
en escritura pública ; 

Considerando que al tenor del artículo 5 de la Ley del 
Notariado, "los notarios serán juzgados disciplinariamente 
por la Suprema Corte de Justicia constituida en Cámara Dis-
ciplinaria, pudiendo aplicar como penas, multas que no exce-
dan de cien pesos ($100.00) y suspensión temporal que no 
pase de un año, y la destitución según la gi-avedad del caso"; 
que según el mismo artículo, "se entiende por falta para los 
efectos de este artículo, todo hecho, toda actuación o todo 
procedimiento que un notario realice en el ejercicio de sus 
funciones o con motivo de este ejercicio, o prevaliéndose de 
su condición de notario, no penado por ninguna otra ley, y 
que a juicio de la Suprema Corte de Justicia y para la con-

servación de la moralidad profesional, necesite ser corregi-
do en interés del público"; 

Considerando que el artículo 138 de 14 Ley de Organiza-
ción Judicial expresa que "el objeto de la disciplina judicial 
es sancionar el respeto a las leyes, la observación de una bue-
nua conducta y el cumplimiento de los deberes oficiales, por 
parte de los funcionarios y empleados judiciales, los aboga-
dos, y los oficiales públicos sometidos a la vigilancia de la 

autoridad judicial"; 

Considerando que, conforme lo dispone el artículo 58 de 
la Ley del Notariado, "los notarios sólo podrán ser destitui-
dos por la Suprema Corte de Justicia. La destitución se apli-
cará •  2o. Por faltas graves en el ejercicio de sus funcio-
nes que no estén previstas en la presente ley"; 

Considerando que en el primer artículo del capítulo II 
de la misma ley, capítulo contentivo de las reglas fundamen -

tales a cuyo cumplimiento está subordinada la confianza de 

fa sociedad en la función notarial, ya que trata "de los actos 
notariales y sus copias y del protocolo", se consagra como pre-
cepto básico en el cual descansan las demás disposiciones de 
dicho capítulo —todas tendientes a rodear de garantías de 
identidad y certeza los actos notariales— que éstos "serán 
recibidos por dos notarios, o por un notario asistido de dos 
testigos"; que la violación de este mandato cardinal e im-
perativo, aún cuando su comisión no tenga por móvil el frau-
de, deja burlado el primer propósito de la ley para comuni-
car solemnidad y autenticidad a las escrituras notariales, que 
es el de no ser un solo funcionario quien reciba los actos, si-
no que en su instrumentación estén presentes, a falta de otro 
notario, dos personas más con ciertos atributos que la ley se-
ñala; y deja asimismo sin una base firme los demás propó-
sitos legales derivados de este primero y encaminados a idén-
tida finalida, razones por las cuales dicha violación debe te-
nerse cómo una falta grave ;' 

Considerando que de las circunstancias de la causa, in-
clusive la confesión del sometido, resulta evidente, en primer 
lugar, gue el notario Alburquerque instrumentó el acto No. 
2, de fecha nueve de febrero de mil novecientos cuarenta y 
seis, sin estar en realidad asistido de los testigos que en el 
mismo aparecen firmados, y no obstante que en dicho acto el 
notario afirma haber estado "asistido de los testigos que al 
,final serán nombrados" y que fué "hecho y pasado ,en mi es-
tudio, en la fecha al principio indicada, 'en presencia de los 
señores Plácido Acevedo y Alfonso de la Concha, ambos ma-
yores de edad, dominicanos, de este domicilio y residencia, 
testigos instrumentales requeridos al efecto, libres de las ta-
chas y excepciones que establece'la ley, a quienes doy fe co-
nocer, ante quienes fué leído este acto, por mí, a las partes 
comparecientes y después de aprobarlo en todas sus partes, 
lo firman los testigos y los esposos compareciente, ante mí y 
junto conmigo, notario que certifico y doy fé"; 

Considerando que el notario sometido 114 declarado en la 
audiencia disciplinaria que al instrumentar el acto mencio- 

ir 



breseimiento de la causa disciplinaria seguida al , notario 
Francisco A. Vicioso hasta tanto se con,ozca la decisión de-
finitiva de los tribunales ordinarios sobre la acción pública 
dirigida contra él por estar acusado del 'crimen de falsedad 
en escritura pública ; 

Considerando que al tenor del artículo 5 de ia Ley del 
Notariado, "los notarios serán juzgados disciplinariamente 
por la Suprema Corte de Justicia constituida en Cámara Dis-
ciplinaria, pudiendo aplicar como penas, multas que no exce-
dan de cien pesos ($100.00) y suspensión temporal que no s 
pase de un año, y la destitución según la gi-avedad del caso"; 
que según el mismo artículo, "se entiende por falta para los 
efectos de este artículo, todo hecho, toda actuación o todo 
procedimiento que un notario realice en el ejercicio de sus 
funciones o con motivo de este ejercicio, o prevaliéndose de 
su condición de notario, no penado por ninguna otra ley, y 

que a juicio de la Suprema Corte de Justicia y para la con-
servación de la moralidad profesional, necesite ser corregi-
do en interés del público"; 

Considerando que el artículo 138 de la Ley de Organiza-
ción Judicial expresa que "el objeto de la, disciplina judicial 
es sancionar el respeto a las leyes, la observación de una bue-
nua conducta y el cumplimiento de los deberes oficiales, por 
parte de los funcionarios y empleados judiciales, los aboga-
dos, y los oficiales públicos sometidos a la vigilancia cle la 
autoridad judicial"; 

Considerando que, conforme lo dispone el artículo 58 de 
la Ley del Notariado, "los notarios sólo podrán ser destitui-
dos por la Suprema Corte de Justicia. La destitución se apli-
cará.  2o. Por faltas graves en el ejercicio d'e sus funcio-
nes que no estén previstas en la presente ley"; 

Considerando que en el primer artículo del capítulo II 
de la misma ley, capítulo contentivo de las reglas fundamen-
tales a cuyo cumplimiento está subordinada la confianza de 
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dicho capítulo —todas tendientes a rodear de garantías de 
jdentidad y certeza los actos notariales— que éstos "serán 
recibidos por dos notarios, o por un notario asistido de dos 
testigos"; que la violación de este mandato cardinal e im-
perativo, aún cuando su comisión no tenga por móvil el frau-
de, d'eja burlado el primer propósito de la ley para comuni-
car solemnidad y autenticid'ad a las escrituras notariales, que 
es el de no ser un solo funcionario quien reciba los actos, si-
no que en su instrumentación estén presentes, a falta de otro 
notario, dos personas más con ciertos atributos que la ley se-
ñala; y deja asimismo sin una base firme los demás propó-
sitos legales derivados de este primero y encaminados a idén-
tida finalida, razones por las cuales dicha violación debe te-
nerse cómo una falta grave ;' 

Considerando que de las circunstancias de la causa, in- 
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clusive la confesión del sometido, resulta evidente, en primer 
lugar, que el notario Alburquerque instrumentó el acto No. 
2, de fecha nueve de febrero de mil novecientos cuarenta y 
seis, sin estar en realidad asistido de los testigos que en el 
mismo aparecen firmados, y no obstante que en dicho acto el 
notario afirma haber estado "asistido de los testigos que al 
final serán nombrados" y que fué "hecho y pasado.en mi es-
tudio, en la fecha al principio indicada, 'en presencia de los 
señores Plácido Acevedo y Alfonso de la Concha, ambos ma-
yores de edad, dominicanos, de este domicilio y residencia, 
testigos instrumentales requeridos_ al efecto, libres de las ta-
chas y excepciones que establece"la ley, a quienes doy fe co-
nocer, ante quienes fué leído este acto, por mí, a las partes 
comparecientes y después de aprobarlo en todas sus partes, 
lo firman los testigos y los esposos compareciente, ante mí y 
junto conmigo, notario que certifico y doy té"; 

ConSiderando que el notario sometido 114 declaradlo en la 
audiencia disciplinaria que al instrumentar el acto mencio- 
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nado y hacerlo firmar por las partes sin la presencia de los 
testigos, y haber afirmado falsamente tal presencia, cuand o 

 en realidad los testigos comparecieron y lo firmaron después, 
lo hizo sin intención fr.udulenta, sin ánimo de perjudicar 
a nadie y siguiendo une: práctica muy frecuente entre los 
notarios; pero 

Considerando que estas circunstancias, aún siendo cier-
tas, no le quitan gravedad al hecho, por lo que envuelve de le-
sión substancial, hija de un descuido culpable o de una defi-
ciente organización de la notaría del sometido o de ligereza 
y poca diligencia en sus actuaciones, al precepto legal en que 
principalmente descansa la solemnidad y autenticidad de los 
actos notariales; y por tanto su autor, toda vez que está con-
victo y confeso, no puede menos que quedar descalificado pa-
ra seguir ejerciendo la profesión de notario y debe ser con-
denado, por este solo hecho, a la pena disciplinaria de la des-
titución; 

Considerando que a la gravedad de esta falta se -suma 
la falta censurable que implica no haber enviado a la Su-
prema Corte de Justicia, en el plazo establecido por el ar-
tículo 60 de la Ley del Notariado, la copia del índice de los 
actos recibidos por el notario sometido durante el año de 1946, 
formalidad ésta cuya importancia es obvia para la comproba-
ción de' la verdad de los actos notariales ; así como también 
se une lo que hay de falta en el ejercicio de la profesión al 
presentar los protocolos de 1945 y 1946 las palabras en-
mendadas señaladas en el oficio del Magistrado Procurador 
Fiscal de la Segunda Cámara Penal del Distrito de Santo 
Domingo transcrito antes y verificadas ,directamente por 
la Suprema Corte de Justicia en los protocolos indicados; 
al no tener el protocolo de 1946, en su primera foja, la fe-
cha del primero de enero, como lo exigen los artículos 39 y 
43 de la misma ley ; al no estar foliados con letras, según lo 
dispone el artículo 41 de la misma ley, algunas de las hojas 
de dichos protocolos, y al no estar éstos encuadernados con  

leo de piel, conforme es la obligación dispuesta por el ar-
tículo 44 de la misma ley, sino con un material distinto y 
deleznable, todo lo cual reunido obliga a la Suprema Corte 
de Justicia a reafirmarse en su convicción en lo concertien-
te a la sanción que debe ser aplicada al notario sometido; 

Por tales motivos, Primero: sobresee el conocimiento de 
la causa disciplinaria seguida al notario Francisco A. Vicio-
so hasta que intervenga sentencia irrevocable sobre la cau-
sa Criminal seguida al mismo por falsedad en escritura pú-
blica; Segundo: declara que el notario público del Distrito de 
Santo Domingo licenciado Rafael Alburquerque Z. B. ha co-
metido falta grave en. el ejercicio de sus funciones ; Tercero: 
pronuncia la destitución de dicho notario público, la cual será 
efectiva desde la fecha de la notificación a él de la presente 
sentencia; Cuarto: ordena que con respecto al archivo nota-
rial correspondiente se proceda con arreglo a la ley No. 769, 
de fecha 26 de octubre de 1934; Quinto: recomienda al Po-
der Ejecutivo la privación del exequatur del notario desti-
tuido. 

(Firmados) : Pedro Troncoso Sánchez.—J. Tomás Me-
jía.— F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Raf. Castro Ri-
vera.— Manuel M. Guerrero.— Gustavo A. Díaz.— José E. 
García Aybar.— M. García Mella. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que en ella figuran, en Cámara Disciplina-
ria, el día, mes y año más arriba expresados, lo que yo, Se-
cretario General, certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

t.- 
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al no tener el protocolo de 1946, en su primera foja, la fe-
cha del primero de enero, como lo exigen los artículos 39 y 
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dispone el artículo 41 de la misma ley, algunas de las hojas 
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la causa disciplinaria seguida al notario Francisco A. Vicio-
so hasta que intervenga sentencia irrevocable sobre la cau-
sa Criminal seguida al mismo por falsedad en escritura pú-
blica; Segundo: declara que el notario público del Distrito de 
Santo Domingo licenciado Rafael Alburquerque Z. B. ha co-
metido falta grave en. el ejercicio de sus funciones ; Tercero: 
pronuncia la destitución de dicho notario público, la cual será 
efectiva desde la fecha de la notificación a él de la presente 
sentencia ; Cuarto: ordena que con respecto al archivo nota-
rial correspondiente se proceda con arreglo a la ley No. 769, 
de fecha 26 de octubre de 1934; Quinto: recomienda al Po-
der Ejecutivo la privación del exequatur del notario desti-
tuido. 

(Firmados) : Pedro Troncoso Sánchez.—J. Tomás Me-
jía.— F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Raf. Castro Ri-
vera.— Manuel M. Guerrero.— Gustavo A. Díaz.— José E. 
García Aybar.— M. García Mella. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que en ella figuran, en Cámara Disciplina-
ria, el día, mes y año más arriba expresados, lo que yo, Se-
cretario General, certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 
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LABOR DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DURANTE EL MES DE SEPTIEMBRE DE 1947. 

A SABER: 

~ffirlreMPOIP 

no %XXVIII 	Octubre y Noviembre, 1947 	Nos. 447..418 

• 

BOLETIN JUDICIAL 
ORGANO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

Recursos de casación conocidos en audiencias públicas, 13 
Recurso de casación civil fallado, 	 1 
Recurso de casación criminal fallado, 	 1 
Recursos de .  casación correccionales fallados, 	 14 
Sentencias en jurisdicción administrativas,. 	 5 
Sentencias sobre suspensión de ejecución de sentencias, 2 
Sentencia en causa disciplinaria, 	 1 
Autos designando Jueces Relatores, 	 24 
Autos pasando expedientes al Magistrado Procurador 
General de la República para fines de dictamen, 
Autos fijando audiencias, 
Autos autorizando recursos de casación, 

Total de asuntos.. . 

Ciudad Trujillo, septiembre 30 de 1947. 

Eugenio A. Alvarez, 
Secretario General 

de la Suprema Corte de Justicia. 

14 
6 

. 	102 

FUNDADO EL 31 DE AGOSTO DE 1910 

DIRECCION: 

SECRETARIA GENERAL DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

SUMARIO. 
Recurso de casación interpuesto por el señor Juan Bautista Cruz, 
ipág. 657.— Recurso de casación interpuesto por el señor Fran-
cite° Polanco (a) Panchón, pág. 663. —Recurso de casación inter-
puesto por el Mag. Procurador Fiscal de la Primera Cámara Pe-
nal del Distrito Judicial de Sano Domingo, pág. 667.— Recurso 
de casación interpuesto por el señor Francisco Vásquez, pág. 669. 
Recurso de casación interpuesto por les señores Sergio Humberto 
Nin y Aquilino Nin hijo, pág. 673.— Recurso de casación inter-
puesto por el señor Antonio Martínez, pág. 679.— Recurso de ca-
sación interpuesto por el señor Luis María Cerda, pág.. 682.—Re-
curso dé casación interpuesto por el señor Luis María Tavarez, pá-
gina 687.— Recurso de casación interpuesto por el señor José 
Evangelista, pág. 690.— Recurso de- casación interpuesto por los 
Sres. Aida Castillo de Carbonell y Compartes, pág. 694.—Labor de 
la Suprema Corte de Justicia durante el mes de octubre de 1947, 
Pág. 704. 

Imp. ARTE Y CINE, C. por A. 

Ciudad Trujillo, R. D. 
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